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La tesis analiza una de las causales más recurridas en la disolución 
del matrimonio: la separación de hecho. Con la separación de hecho se 
incumple el deber de cohabitación, no siendo determinantes incluso el 
incumplimiento de los deberes de asistencia mutua y fidelidad o de 
alimentación y educación de los hijos para verificar la existencia de la 
separación  de hecho, los que en todo caso son importantes para la 
fijación  de importe indemnizatorio. La separación  de hecho, es el  estado 
en que se encuentran los cónyuges, quienes sin previa decisión judicial  
quiebran el deber de cohabitación en forma permanente, sin que una 
necesidad jurídica lo imponga, ya sea por voluntad expresa o tacita de 
uno de ambos consortes. 
En la investigación sobre divorcio por la causal de separación de 
hecho en los juzgados de la provincia de San Román, del Distrito Judicial 
de Puno se analizó 27 casos en calidad de muestras probalísticas dentro 
el universo total de los fallos emitidos en los juzgado de familia en la 
ciudad de Juliaca. De dicha investigación se tiene los siguientes 
resultados: a) La causal que prevalece en la disolución del vínculo 
matrimonial por la causal de separación de hecho, es la violencia física y 
moral. Es decir, la separación de hecho con ser por sí misma una causal, 
dentro ella existen también concausas que motivan la causal de 
separación de hecho.  
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Esta causal representa el 44%. b) La otra causal que incide en la 
separación de hecho de los cónyuges es el abandono injustificado de uno 
de los cónyuges, es decir, sin causa ni motivo, hace abandono malicioso 
del hogar. Esta causa representa el 37 %. c) La otra causa que alegan los 
cónyuges para justificar la causal de la separación de hecho, es la injuria 
grave de parte de uno de los cónyuges. En este caso representa el 15 %. 
d) Entre otras causales que motivan la separación de hecho está 
representado por un 4 %. Como consecuencia de este tipo de separación, 
se busca la indemnización para velar por la estabilidad económica del 
cónyuge perjudicado y la de los hijos. La indemnización tiene un sustento 












The thesis analyzes one of the most used grounds in the dissolution 
of marriage: the separation of fact. With the separation in fact the duty of 
cohabitation violates not even be decisive breach of the duty of loyalty and 
mutual assistance and feeding and educating children to verify the 
existence of de facto separation, which in any case are important for fixing 
the amount of compensation. Separating fact, is the state in which they 
are the spouses, who without a court decision break the duty of 
cohabitation permanently, without imposing a legal necessity, either 
expressed or implied will of one or both spouses. 
In research on divorce on the grounds of separation of fact in the 
courts of the province of San Roman, the Judicial District of Puno 27 
cases analyzed as probalísticas samples within the total universe of 
rulings in family court Juliaca. Of this research it has the following results: 
a) The causal prevailing in the dissolution of the marriage on the grounds 
of de facto separation, is the physical and moral violence. That is, the 
separation of done with being itself a causal, within it there are also 
contributory causes that motivate the grounds of de facto separation. 
This ground represents 44%. b) The other cause that affects the de 
facto separation of the spouses is unjustified abandonment of one spouse, 
ie, without cause or reason, makes malicious leaving home. This case 
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represents 37%. c) The other cause alleged by the spouses to justify the 
grounds for the separation of fact, serious injury on the part of one spouse. 
In this case it represents 15%. d) Among other reasons motivating the de 
facto separation is represented by 4%. As a result of this type of 
separation, compensation to ensure the economic stability of the injured 
















La tesis que ponemos a consideración del Jurado y la comunidad 
jurídica, tiene como título: Factores predominantes que inciden en la 
disolución del vínculo matrimonial por la causal de separación de 
hecho en la provincia de San Román. En consideración al título nos 
avocamos a describir las causales que predominan en la separación de 
hecho. 
Para iniciar, según el artículo 233º, la regulación jurídica de la 
familia tiene por finalidad contribuir a su consolidación y fortalecimiento, 
en armonía con los principios y normas proclamados en la Constitución 
Política del Perú. En ese sentido, no es posible sentar un concepto 
preciso de familia, en razón de que se trata de una palabra a la cual 
pueden asignarse diversas significaciones jurídicas: una amplia otra 
restringida, y aun otra más, intermedia. 
En el sentido más amplio, la familia como parentesco, es el 
conjunto de personas con las cuales existe puesta por un grupo de 
personas ligadas por vínculos jurídicos emergentes de la relación 
intersexual, de la procreación y del parentesco. En caso la familia es el 
que reviste importancia jurídica, puesto que las relaciones a que da lugar 
son las reguladas por el Derecho de Familia. Sin perjuicio de que en la 
legislación sea aludida para fines alimentarios y hereditarios, y sin la 
exigencia de que haya vida en común.  
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En el sentido más restringido, la familia comprende solo a las 
personas unidas por la relación intersexual o la procreación. Desde este 
punto de vista, la familia está formada por el padre, la madre y los hijos 
que estén bajo su patria potestad. Esta concepción de la familia asume 
mayor importancia social que jurídica, por ser el núcleo más limitado de la 
organización social y el que ha merecido la atención de numerosos textos 
constitucionales que tienden a imponer al Estado su defensa o protección; 
aunque sea la más aludida en la legislación. 
El concepto intermedio, la familia es el grupo social integrado por las 
personas que viven en una casa, bajo la autoridad del señor de ella. Este 
sentido la familia solo tiene importancia social, por ello la legislación no la 
toma en cuenta. En nuestro país, el Derecho de Familia está contenido 
básicamente en el Código Civil, aunque existen numerosas leyes 
complementarias que también lo integran. Se trata de relaciones entre las 
personas, derivadas de la unión intersexual, de la procreación y del 
parentesco. No varía esta conclusión del hecho de que numerosas 
relaciones familiares están determinadas por normas de orden público. 
De otra parte, según el artículo 234º el  matrimonio es la unión 
voluntariamente concertada por un varón y una mujer legalmente aptos 
para ella y formalizada con sujeción a las disposiciones de este Código, a 
fin de hacer vida común. El marido y la mujer tienen en el hogar autoridad, 
consideraciones, derechos, deberes y responsabilidades iguales. Esta 
opción del legislador es de particular importancia no solo por las 
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implicancias que entraña y que se desarrollan en este comentario, sino 
porque nuestro ordenamiento constitucional conceptúa al matrimonio, 
junto con la familia, como un instituto fundamental de la sociedad. 
Del texto de la norma bajo comentario se desprende que el 
matrimonio se contrae “a fin de hacer vida en común”. Así, el matrimonio 
es la unión de un hombre y una mujer reconocida por la ley, investida de 
ciertas consideraciones jurídicas y dirigidas al establecimiento de una 
plena comunidad de vida. La presencia del objeto del matrimonio de hacer 
vida en común es manifiesta. A efectos de entender este aspecto del 
matrimonio, es preciso analizar su naturaleza jurídica.  
Sin duda se han producido grandes avances en los últimos veinte 
años en este campo, pero conviene dar una mirada general para ver el 
estado actual del divorcio en nuestro país y detectar con mirada aguda 
que, como todo aspecto del Derecho, su regulación no está exenta de 
nociones de perfeccionismo ético. ¿Cómo opera actualmente el divorcio 
en el Perú? Nuestro sistema “divorcista” ofrece para quienes quieran 
acceder al divorcio dos caminos:  
Si ambos cónyuges están de acuerdo pueden iniciar un proceso de 
separación convencional. Luego de dos meses de obtenida la sentencia 
cualquiera de los interesados puede pedir que se dicte un divorcio. La 
duración promedio del proceso es de ocho meses a un año, en el mejor 
de los casos. Cuando no hay acuerdo para divorciarse entonces se usan 
las llamadas causales de divorcio: un cónyuge demanda al otro por 
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alguno de los motivos que la ley permite. La violencia familiar, el 
abandono injustificado y el adulterio son algunas de las causales de 
divorcio vigentes. Un proceso de divorcio por causal dura no menos de 
tres años, pues, la sentencia que lo aprueba en primera instancia “pasa” 
obligatoriamente a consulta a la Sala de Familia. De esta vía de divorcio 
no nos ocuparemos en las líneas siguientes. 
Respecto al tema materia de la tesis, según el artículo 332º, la 
separación de cuerpos suspende los deberes relativos al lecho y 
habitación y pone fin al régimen patrimonial de sociedad de gananciales, 
dejando subsistente el vínculo matrimonial. La separación de cuerpos es 
una institución del Derecho de Familia que consiste en la interrupción de 
la vida conyugal por decisión judicial que suspende los deberes relativos 
al lecho y habitación, y pone fin al régimen patrimonial de la sociedad de 
gananciales. En este sistema jurídico la separación personal, que no 
disuelve el vínculo matrimonial, y el divorcio vincular constituyen 
situaciones que la ley prevé frente al conflicto matrimonial.   
La doctrina moderna considera a la separación de cuerpos como una 
institución absolutamente independiente de la figura del divorcio. En la  
separación de cuerpos solo se produce el decaimiento conyugal y no 
precisamente su terminación o disolución, por eso podría ser tornado 
como una causa de divorcio, es decir, como un medio para llegar a él, 
pero no como el divorcio mismo. Como consecuencia de este tipo de 
separación, se busca la indemnización, el objetivo es velar por la 
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estabilidad económica del cónyuge perjudicado y la de los hijos. 
Principalmente, debe repararse en que tanto la indemnización  como la 
adjudicación preferente tienen un sustento en la solidaridad familiar y por 
este encuadre particular se establecen como deber del juez de 
pronunciarse al respecto. Existen diversas teorías destinadas a explicar la 
naturaleza jurídica de esta indemnización, entre las cuales hay las que la 
caracterizan como una prestación de carácter alimentario, o las que le 
atribuyen carácter reparador, las que inciden en el carácter indemnización 
y no de responsabilidad civil, las que la encuadran dentro de esta 
categoría de responsabilidad y las que entienden que se trata de una 
obligación legal. 
Al respecto, el Tercer Pleno Casatorio Civil estableció como regla 
con carácter de precedente judicial  vinculante, que “la indemnización o la 
adjudicación de bienes tiene la naturaleza de una obligación legal, cuya 
finalidad es corregir un evidente desequilibrio económico e indemnizar  el 
daño a la persona, resultante de la separación  de hecho o del divorcio en 
si; su fundamento no es la responsabilidad civil contractual o 
extracontractual sino la equidad y la solidaridad familiar”. De modo que la 
tesis seguida es la obligación legal. Queda de lado así, la tesis que la 
identifica con un supuesto especial de la responsabilidad civil. 
Entre muchos de los aspectos problemáticos con respecto a esta 
causal de divorcio se verificó que muchos jueces se veían ante un 
precepto que le imponía un deber de velar por la estabilidad económica 
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del cónyuge perjudicado, por lo que disponían que se otorgue una 
indemnización pese a que no se hubiera solicitado expresamente. La 
divergencia de pareceres sobre este  y otros puntos llevó a la necesidad 
de unificar criterios para lo cual se realizó el ya mencionado Tercer Pleno 
Casatorio Civil. Precisamente uno de los temas más extensamente 
tratados fue el del pronunciamiento de oficio. De manera análoga se 
abarcaron otros criterios procesales que se hicieron extensivos a los 
procesos de familia en general. 
           Finalmente, debemos advertir que la presente tesis está dividida en 
cinco capítulos: 
CAPÍTULO I: Expone el marco metodológico de la investigación. 
CAPÍTULO II: Desarrolla los aspectos históricos y teóricos sobre la familia 
y el matrimonio. 
CAPÍTULO III: Contiene la interpretación del matrimonio y el divorcio en el 
Derecho Civil peruano. 
CAPÍTULO IV: Exponemos el tratamiento jurídico de la separación de 
hecho en el Código Civil. 
CAPÍTULO V: Contiene el análisis de casos y resultados de la 
investigación. 







MARCO METODOLÓGICO DE LA 
INVESTIGACIÓN 
1. EL PROBLEMA JURÍDICO 
Según la doctrina más aceptada, el matrimonio es la unió voluntaria 
concertada por un varón y una mujer legalmente aptos para ella y 
formalizada con sujeción a las disposiciones del Código Civil, a fin de 
hacer vida común. El Derecho de familia institucionaliza el reconocimiento 
de las dos relaciones biológicas básicas que dan origen a la familia: la 
unión intersexual, es decir, la unión de un varón y una mujer, y la 
procreación, a través de la cual se constituye la relación entre padres e 
hijos. Ambos, a su vez, son el origen de las relaciones que determina el 
parentesco1. 
Esta relación supone la preexistencia de una relación vinculante de 
carácter legal denominado matrimonio, el cual es considerado como la 
institución social más importante porque a través de esta se establece la 
integración de una familia, derivada de la ley biológica que exige la 
perpetuidad de una especie, en este caso la humana. Casi todos los 
                                                 
1 AVENDAÑO VALDEZ, Jorge. Diccionario Civil. Lima, Gaceta Jurídica, 2013, p.293.  
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Estados contemporáneos regulan el matrimonio como una de las 
instituciones de naturaleza civil más importante.  
En nuestra cultura, el contraer matrimonio es la decisión libre de 
conformar, frente a la sociedad y por ley, una pareja para vivir juntos, 
procrear y apoyarse. Los cónyuges son iguales ante la ley y tiene 
derechos y deberes para con el otro y frente a los hijos, en caso de que 
los tengan. Adquieren por este compromiso la obligación de guardar 
fidelidad, socorrerse y ayudarse mutuamente. De acuerdo a nuestra 
legislación civil, del matrimonio, conforme disponen los artículos 288° y 
289° del  Código Civil vigente, nacen derechos y deberes de los 
cónyuges, entre ellos, deberse  fidelidad y reciproca asistencia, así como 
hacer vida en común.  
          Por su parte el Código Civil, señala en su articulo 348° que el 
divorcio disuelve el vínculo del matrimonio, siendo entre otras causales, la 
separación de hecho de los cónyuges por un periodo ininterrumpido de 
dos años, siendo dicho plazo de cuatro años si los cónyuges tuvieran 
hijos menores de edad, prevista en el inciso 12° del artículo 333° del 
Código referido modificado por la Ley  27495. El divorcio se puede definir 
como la disolución del vínculo matrimonial que deja a los cónyuges en la 
posibilidad de contraer otro matrimonio. También puede ser definido como 
la ruptura del vínculo conyugal, pronunciado por tribunales, a solicitud de 
uno o de ambos cónyuges (divorcio por mutuo consentimiento) sanción 
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resultante de una acción encaminada a obtener la disolución del 
matrimonio. 
Es decir, el divorcio es sinónimo de rompimiento absoluto y 
definitivo del vínculo matrimonial entre los esposos, por la intervención de 
una autoridad judicial facultada por las leyes. De estas definiciones se 
desprende lo siguiente: a) El divorcio, igual que la nulidad, debe ser 
pronunciado por una autoridad judicial; b) Mientras la nulidad tiene 
carácter retroactivo, salvo la aplicación al matrimonio putativo, el divorcio 
se limita a la disolución del matrimonio para el porvenir; c) A diferencia de 
la nulidad, el divorcio supone un matrimonio válido  
         La figura que más incidencia tiene para el decaimiento del 
matrimonio es la separación de hecho. Como señala la doctrina nacional, 
en la separación de hecho se incumple el deber de cohabitación, no 
siendo determinantes incluso el incumplimiento de los deberes de 
asistencia mutua y fidelidad o de alimentación y educación de los hijos 
para verificar la existencia de la separación  de hecho, los que en todo 
caso son importantes para la fijación  de importe indemnizatorio. La 
separación  de hecho, es el  estado en que se encuentran los cónyuges, 
quienes sin previa decisión judicial  quiebran el deber de cohabitación en 
forma permanente, sin que una necesidad jurídica lo imponga, ya sea por 
voluntad expresa o tacita de uno de ambos consortes. 
        Esto es, la separación de hecho  se presenta como el incumplimiento 
del deber marital de convivencia y de la vida en común que tienen los 
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cónyuges, a fin  de apartarse el uno del otro, ya sea por decisión mutua o 
unilateral sin que exista una decisión previa. Pero se debe tener en 
cuenta que la propia causal de separación de hecho tiene sus propias 
causales, es decir, sus propias motivaciones, lo que podemos decir, tiene 
sus propias concausas que son alegados por los demandantes o 
demandados. Para que la separación de hecho constituya causal de 
divorcio, tiene que reunir tres requisitos:  
          a) El elemento objetivo o material, consistente en la evidencia del 
quebrantamiento permanente y definitivo, sin solución de continuidad, de 
la convivencia, lo que sucede no solamente con el alejamiento físico de 
uno de los esposos de  la casa u hogar conyugal, sino también cuando 
ambos esposos viven en el mismo inmueble pero incumpliendo con el 
deber de cohabitación o vida  en común, tal como la Sala Civil 
Permanente de la Corte Suprema de Justicia de la Republica ha 
precisado en la Casación número 157-2004 Cono Norte, por sentencia 
casatoria de fecha  dos de junio del 2005, publicada en el diario oficial El 
Peruano en fecha 28 de febrero del 2006; entendiéndose por deber de 
hacer vida en común que tienen los esposos o deber de cohabitación la 
obligación que tiene los esposos de vivir  o habitar juntos en el mismo 
domicilio y compartir  el mismo techo y mesa, así como el débito sexual o 
compartir el mismo lecho. 
           b) El elemento subjetivo o psíquico, que es la falta de voluntad de 
unirse,  esto la intención cierta de uno o de ambos cónyuges de no 
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continuar conviviendo, poniendo fin a la vida en común, ello supone que la 
separación de hecho  debe haberse producido por razones que no 
constituyan  verdaderos casos de estado de necesidad o fuerza mayor, o 
sea, sin que una necesidad jurídica lo imponga, o cuando si no obstante 
haberse iniciado la interrupción  de la cohabitación  por causas no 
imputables a los cónyuges, después se evidencia la intención manifiesta 
de uno de ello o de ambos de sustraerse al incumplimiento de sus 
obligaciones familiares y continuar sus vidas por separado. 
           c) El elemento temporal, que es el transcurso del tiempo, dos años 
si los cónyuges no tuvieran hijos menores de edad, y de cuatro si los 
tuvieran. En caso de autos, esta causal de halla probada. 
          De una previa investigación realizada en el Poder Judicial, se tiene 
que las causales de divorcio que más predomina es la de separación de 
hecho. Por consiguiente, el motivo del presente estudio es indagar  por 
qué dicha causal tiene predominancia y cuáles son las características de 
las mismas. Para el caso hemos analizado 27 casos en calidad de 
muestras probalísticas dentro el universo total de los fallos emitidos en los 
juzgado de familia en la ciudad de Juliaca.   
2. INTERROGANTES DEL PROBLEMA 






¿Cuáles son los factores predominantes que inciden en la 
disolución del vínculo matrimonial por la causal de separación de hecho 
en la provincia de San Román?  
Segunda pregunta: 
¿Cómo se manifiesta la incidencia de la separación de hecho en 
las sentencias  por divorcio en el Distrito Judicial de Puno? 
3. JUSTIFICACIÓN DE LA INVESTIGACIÓN 
 Desde siempre, la familia constituye el ente fundamental de la 
sociedad, por lo mismo desde los órganos del Estado se tiende a 
promover la existencia, la unidad y durabilidad de la familia, desde sus 
inicios hasta el final que vendría a ser el fallecimiento de uno de los 
cónyuges. 
 En los últimos tiempos se denota que la familia como núcleo vital 
de la sociedad se viene resquebrajando paulatinamente. La destrucción 
del hogar y la familia es una constante en todos los niveles y clases 
sociales. Esta situación se ha convertido un verdadero problema que 
todos los Estados los afrontan desde diversos ángulos y programas para 
revertir la grave situación. 
          En la provincia de San Román, en los últimos tiempos se viene 
incrementando los divorcios. Para ello se arguye diversas causales, entre 
ellos, la de separación de hecho. Pareciera que mediante esta causal se 
encontraría el camino más rápido para lograr el divorcio de los 
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matrimonios. Por ello, la presente investigación indagará las causales, 
factores, características y el por qué de la predominancia de la misma.  
 Finalmente, debemos decir, que hasta la fecha no hemos 
encontrado estudios sobre la problemática planteada en nuestro medio. 
Por ello, consideramos que la presente investigación es original y, 
consiguientemente, esperamos que los aportes que se efectúen también 
sean originales. 
4. OBJETIVOS DE LA INVESTIGACIÓN 
4.1. OBJETIVO GENERAL 
Identificar los factores que predominan e inciden en la disolución 
del vínculo matrimonial por la causal de separación de hecho en la 
provincia de San Román.  
4.2. OBJETIVOS ESPECÍFICOS 
Analizar y describir las manifestaciones de la incidencia de la 
separación de hecho en las sentencias  por divorcio en la provincia de 
San Román.  
5. HIPÓTESIS 
5.1. HIPÓTESIS GENERAL DE TRABAJO  
           En las sentencias sobre divorcio expedidas por el órgano 
jurisdiccional de la provincia de San Román, en el ámbito de investigación 
mayormente  predomina la causal de separación de hecho, por causales 
de violencia física y moral intrafamiliar. 
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5.2. HIPÓTESIS ESPECÍFICA DE TRABAJO 
            En el ámbito jurisdiccional existe mayor incidencia de divorcios 
alegando la causal de separación de hecho frente a las otras causales 
que reconoce nuestra legislación civil conforme a las sentencias 
analizadas. 
5.3. VARIABLES E INDICADORES 
       La presente investigación se sustenta en las siguientes variables: 
 Divorcio. 
 Sentencias judiciales. 
 Causales de divorcio. 
 Causas de separación de hecho. 
 Código Civil. 
 Provincia de San Román. 
6. CUESTIONES METODOLÓGICAS 
6.1. DISEÑO DE LA INVESTIGACIÓN: 
La presente investigación  abarca el Derecho, por ser de naturaleza 
jurídica, se ubica en el diseño cualitativo. 
6.2. TIPOLOGÍA DE LA INVESTIGACIÓN: 
La presente investigación se aproxima a la descriptiva – jurídica, 
socio – jurídica y jurídica – propositiva. 
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6.3. MÉTODOS UTILIZADOS: 
Los métodos en la investigación jurídica son específicos y por 
tratarse de una ciencia particular en el presente estudio hemos utilizado el 
método dogmático y socio-jurídico. 
6.4. FUENTES, INSTRUMENTOS Y TÉCNICAS: 
Las fuentes principales en la presente investigación están dadas 
por la naturaleza de la investigación: 
A) Las fuentes primarias, estarán constituidas por los fallos 
judiciales sobre divorcio recopilados a nivel de la provincia de San 
Román. 
 B) Las fuentes secundarias, estará constituida por toda la doctrina, 
normas jurídicas, jurisprudencia, relacionados al divorcio, etc.).  
C) Respecto a los instrumentos y técnicas, se hará uso de material 
documental referidas a la temática, de gráficos expositivos, estudio de 
jurisprudencia nacional e internacional, entre otros.  
6.5. ÁMBITO: 
La investigación abarcará el estudio de los fallos judiciales emitidos 
en el ámbito de la provincia de San Román. 
6.6. TIEMPO: 
         Abarcará el periodo de 2011 – 2013. 
6.7. MUESTRAS: 
          Las muestras serán extraídas del total de fallos judiciales sobre 
divorcio por la causal de separación de cuerpos tramitados en los 
juzgados de familia en la ciudad de Juliaca que ascienden a 27 casos. 
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6.8. UNIDADES DE INVESTIGACIÓN: 
         Las unidades de investigación están constituidas por las sentencias 
analizadas. 
7. MARCO CONCEPTUAL 
A) DIVORCIO 
Cabe precisar que, si bien el concepto de divorcio suele aplicarse 
de manera indistinta tanto a la disolución del vínculo conyugal como a la 
separación de cuerpos, estos supuestos presentan una diferencia 
sustancia, habida cuenta que mientras el primer caso faculta a los ex 
cónyuges a contraer un nuevo matrimonio con otra persona, la separación 
de cuerpos no lo permite sino hasta que se destruya totalmente el vínculo 
anterior. Hecha esta salvedad, en lo sucesivo, la referencia a divorcio 
deberá entenderse efectuada únicamente a la destrucción del vínculo 
conyugal. 
B) FAMILIA 
En el concepto intermedio, la familia es el grupo social integrado 
por las personas que viven en una casa, bajo la autoridad del señor de 
ella. Este expresado sentido de la familia solo tiene importancia social, por 
ello la legislación no la toma en cuenta. Se trata de relaciones entre las 
personas, derivadas de la unión intersexual, de la procreación y del 
parentesco. No varía esta conclusión del hecho de que numerosas 




El matrimonio supone la existencia de la manifestación de voluntad 
de los contrayentes destinada a crear una relación jurídica, requiriendo 
para su validez la capacidad de los agentes, objeto física y jurídicamente 
posible, fin lícito y observancia de la formalidad prescrita bajo sanción de 
nulidad. El matrimonio como acto jurídico es, además, uno de los que 
importa el cumplimiento y observancia de las mayores formalidades que 
el sistema ha creado para dotarlo de validez, pudiendo dichas 
formalidades ser consideradas como de carácter ad solemnitatem, pues 
ello se desprende de una interpretación sistemática de las normas 
contenidas en los artículo 144º, 248º  y siguientes, así como el artículo 
274º inc. 8º del Código Civil. 
E) SEPARACIÓN DE HECHO 
El artículo 333º, inc. 5º, del Código Civil, establece que es causal 
para demandar la separación de cuerpos o el divorcio, el abandono 
injustificado de la casa conyugal. Esta causal está referida al 
incumplimiento sin causa justa del deber de cohabitación. Para su 
configuración el demandante deberá actuar: a) la prueba de la existencia 
domicilio conyugal constituido; y, b) la prueba del alejamiento unilateral 
del domicilio conyugal constituido, por un período mayor a dos años 










ASPECTOS HISTÓRICOS Y TEÓRICOS SOBRE 
DE LA FAMILIA Y EL  MATRIMONIO 
 
1. LA FAMILIA EN EL CÓDIGO CIVIL 
Según el artículo 233º, la regulación jurídica de la familia tiene por 
finalidad contribuir a su consolidación y fortalecimiento, en armonía con 
los principios y normas proclamados en la Constitución Política del Perú. 
En ese sentido, según Alex Plácido Vilcachagua, no es posible sentar un 
concepto preciso de familia, en razón de que se trata de una palabra a la 
cual pueden asignarse diversas significaciones jurídicas: una amplia otra 
restringida, y aun otra más, intermedia. 
En el sentido más amplio, la familia como parentesco, es el 
conjunto de personas con las cuales existe puesta por un grupo de 
personas ligadas por vínculos jurídicos emergentes de la relación 
intersexual, de la procreación y del parentesco. Este expresado sentido 
de la familia es el que reviste importancia jurídica, puesto que las 
relaciones a que da lugar son las reguladas por el Derecho de Familia; sin 
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perjuicio de que en la legislación sea aludida para fines alimentarios y 
hereditarios, y sin la exigencia de que haya vida en común.  
En el sentido más restringido, la familia comprende solo a las 
personas unidas por la relación intersexual o la procreación. Desde este 
punto de vista, la familia está formada por el padre, la madre y los hijos 
que estén bajo su patria potestad. Este expresado sentido de a familia 
asume mayor importancia social que jurídica, por ser el núcleo más 
limitado de la organización social y el que ha merecido la atención de 
numerosos textos constitucionales que tienden a imponer al Estado su 
defensa o protección; aunque sea la más aludida en la legislación. 
El concepto intermedio, la familia es el grupo social integrado por 
las personas que viven en una casa, bajo la autoridad del señor de ella. 
Este expresado sentido de la familia solo tiene importancia social, por ello 
la legislación no la toma en cuenta. En nuestro país, el Derecho de 
Familia está contenido básicamente en el Código Civil, aunque existen 
numerosas leyes complementarias que también lo integran. Si el Derecho 
de Familia es, en razón de la materia, parte del Derecho Civil, no es 
posible considerar que pertenece al Derecho Público, ya que las 
relaciones familiares no vinculan a los sujetos con el Estado como sujeto 
de Derecho Público. Se trata de relaciones entre las personas, derivadas 
de la unión intersexual, de la procreación y del parentesco. No varía esta 
conclusión del hecho de que numerosas relaciones familiares están 
determinadas por normas de orden público. 
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El orden público, en el Derecho Privado, tiene por función primordial 
limitar la autonomía privada y la posibilidad de que las personas dicten 
sus propias normas en las relaciones jurídicas. Por eso, sabido es, el 
orden público resulta de normas legales imperativas y no meramente 
supletorias. Esto no significa que las relaciones jurídicas dejen de ser de 
Derecho Privado por el hecho de que estén, en muchos casos, regidas 
por normas imperativas, es decir de orden público.  
En el Derecho de Familia, el orden público domina numerosas 
disposiciones: así, las que regulan las relaciones personales entre los 
cónyuges, las relaciones paterno–filiales, las que determinan el régimen 
patrimonial del matrimonio, la calificación de los bienes de los cónyuges, 
etc. Ello se deba a que el interés que la ley reconoce no es un mero 
interés individual, egoísta, del titular, sino un interés que está en función 
de fines familiares. Por eso se alude al interés familiar que limita las 
facultades individuales, lo cual exige que las normas legales que 
reconocen tales facultades, sean de orden público para impedir la 
desnaturalización de los fines familiares a que aquéllas responden. 
Sobre este tema se debe precisar que se plantean dos cuestiones, 
de diferente índole e importancia, pero no necesariamente vinculadas, 
que se deben analizar conjuntamente: la de establecer si por su 
naturaleza el Derecho de Familia se ubica en el área del Derecho Privado, 
en la del Derecho Público, en una peculiar área intermedia entre ambos o 
en la de un nuevo derecho social; y, la de definir, en razón a ello, si debe 
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ser regulado dentro del Código Civil o en un código independiente. Esta 
circunstancia nos permite intervenir en la polémica sobre la posición 
sistemática del Derecho de Familia, con el desarrollo de un breve esbozo 
sobre el tema.  
Tradicionalmente se ha sostenido la naturaleza esencialmente 
privada de la familia y la consecuente inserción de su ordenamiento legal 
en el área del Derecho Civil. Así, se expone que el Derecho de Familia 
está integrado por el conjunto de normas jurídicas que regulan los 
vínculos jurídicos familiares. Como estas relaciones conciernen a 
situaciones generales de las personas en sociedad, integran el Derecho 
Civil, y por tanto, forman parte del Derecho Privado. 
En nuestro país, el Derecho de Familia está contenido básicamente 
en el Código Civil, aunque –como se aprecia de la presente complicación 
–existen numerosas leyes complementarias que también lo integran. Si el 
Derecho de Familia es, en razón de la materia, parte del Derecho Privado, 
no es posible considerar que pertenece al Derecho Público, ya que las 
relaciones familiares no vinculan a los sujetos con el Estado como sujeto 
de Derecho Público. Se trata de relaciones entre las personas, derivadas 
de la unión intersexual, de la procreación y del parentesco. 
2. CARACTERES DEL DERECHO DE FAMILIA 
El Derecho de Familia reviste caracteres peculiares que lo 
diferencian de las otras ramas del Derecho Civil. Son ellos, en especial: 
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a) La influencia de las ideas morales y religiosas en la adopción de 
las soluciones legislativas referentes a los problemas que presenta, 
y la necesidad de que sus normas guarden correlación con la 
realidad social, lo que hace que su regulación sea un problema de 
política legislativa. 
b) La circunstancia de que los derechos subjetivos emergentes de sus 
normas implican deberes correlativos, lo que ha hecho que se los 
califique de derechos –deberes, o bien de poderes-funciones. 
c) El rango superior de las relaciones familiares puras u 
organizadoras de la familia por sobre las relaciones jurídicas 
reguladoras de los efectos patrimoniales de dicha organización.  
d) La mayor restricción de la autonomía privada que en otras ramas 
del Derecho Civil, pues, casi todas sus normas son imperativas. El 
carácter imperativo de las normas jurídicas del Derecho de Familia 
está destinada a satisfacer el interés familiar. Al efecto, las leyes 
imperativas establecen soluciones de aplicación inexorable, o bien 
prevalecen sobre cualquier acuerdo diverso de los particulares 
sometidos a ellas.  
e) La participación de órganos estatales en los actos de 
emplazamiento en el estado de familia o en determinadas 
autorizaciones vinculadas a la familia o a su patrimonio  
Siguiendo la corriente contemporánea de introducir en las 
Constituciones nacionales normas referentes a la familia, en la 
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Constitución Política del Perú se contemplan los principios que inspiran el 
sistema jurídico familiar peruano y que son aludidos en el artículo 233º del 
Código Civil, cuando establece que la regulación jurídica de la familia 
tiene por finalidad contribuir a su consolidación y fortalecimiento, en 
armonía con los principios y norma proclamados en la Constitución 
Política del Perú. 
Sobre esta materia, los especialistas reducen a dos categorías las 
normas constitucionales. Así, las normas programáticas y normas 
autónomas. Las primeras son aquellas que proponen un postulado, 
requiriendo de una ley que los desarrolle. También, por ejemplo, el caso 
de la norma referida a las causas de separación y de disolución del 
matrimonio, contenida en el último párrafo del artículo 4º de la 
Constitución, que remite expresamente a una ley –el Código Civil-la 
regulación de las mismas. Las segundas son aquellas que pueden ser 
aplicadas inmediatamente, por no requerir un desarrollo legislativo. Así, 
por ejemplo, el caso del principio de igualdad de categorías de filiación 
(todos los hijos tienen iguales derechos y deberes), estableciendo en el 
tercer párrafo del artículo 6º de la Constitución. 
Las normas programáticas consienten un desarrollo legislativo de 
acuerdo al criterio imperante en determinado momento y sustentarán 
cualquier reforma legislativa, por no sugerir limitación o restricción alguna 
en cuanto a la extensión del programa, que queda a la apreciación del 
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legislador. Este tipo de normas admiten su referencia a la interpretación 
para identificar los alcances de la disposición legal. 
Las normas autónomas permiten un desarrollo legislativo dentro de 
su propio contenido, del cual no se puede apartar el legislador. Una 
reforma legislativa demandará la previa reforma constitucional en cuanto 
a la norma autónoma que la propia Constitución contiene. Además, solo 
estas normas, que son de aplicación inmediata, autorizan interpretar el 
ordenamiento legal sea prefiriéndolas, cuando la disposición legal –de 
menor jerarquía-se contraponga a ella; o sea integrándolas, en caso de 
defecto o deficiencia legislativa.  
3.  RECONOCIMIENTO JURÍDICO DE LAS 
PRIMERAS FORMAS DEL MATRIMONIO EN 
LA HISTORIA 
El matrimonio ha sido históricamente regulado en diferentes formas, 
según se haya visto en él una institución religiosa, civil o mixta. En el 
Derecho Romano, el matrimonio sigue una progresiva tendencia que lo 
caracteriza como institución civil y que se pone de manifiesto en las 
diversas formas en que el marido adquiere la manus; la confarreatio, 
propia de los patricios, para cuya solemnidades religiosas no forman el 
matrimonio; la coemptio o venta solemne en que la secularización 
aparece claramente; y el usus, aplicación de la usucapio a la posesión de 
la mujer, en que es exclusivo el carácter profano.  
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La índole civil de estas formas del matrimonio quiritario es aún más 
perceptible en el matrimonio sine manus, en el que la mujer sigue 
formando parte de una familia natural, sin confundir su patrimonio con el 
de su marido ni quedar sometida a la potestad de éste. La celebración de 
este matrimonio, que alcanzó consagración definitiva con Justiniano, no 
exige ninguna formalidad externa, pues es bastante el consensus 
matrimonialis, salvo cuando se trata de grandes dignatarios o personas 
ilustres que por disposición imperial deben otorgar dotalia instrumenta.  
El matrimonio queda así caracterizado como acto privado, no oficial y 
disoluble por divorcio o repudio. Entre los germanos, el matrimonio es la 
compra simbólica de la mujer, cuyo precio es la dote entregada primero al 
padre de aquélla y después a la misma mujer. Tiene pues, el carácter de 
una institución civil. En los primeros siglos de la era cristiana, el nuevo 
Derecho transige con el matrimonio civil de los romanos (y también de los 
bárbaros) para hacer más accesible el casamiento a los humildes y 
combatir el concubinato. Luego, hacia el siglo VI, comienza a fusionarse 
la legislación civil con la canónica; y tres siglos más tarde la iglesia toma 
el matrimonio bajo su exclusiva regulación, hecho que se reafirma con las 
disposiciones adoptadas por los Concilios de Letrán (s. XIII) y de Trento 
(s. XVI). 
En el tratado que Kipp Wolf, se expresan las causas que permitieron 
crear un concepto laico sobre la institución matrimonial. Lutero calificaba 
el matrimonio como una cosa externa, mundana, como el vestido, la 
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comida, sujeta a la autoridad secular. En el siglo XVI se difundió una 
teoría teológico - jurídica que separaba dentro del matrimonio el contrato 
del sacramento. Los teóricos del Derecho natural de los siglos XVII y XVIII 
niegan, igual que Lutero, la naturaleza sacramental del matrimonio y 
toman del galicanismo la concepción del matrimonio como un contratus 
civilis. Los derechos positivos pueden contener una regulación puramente 
confesional a efecto de que los católicos se les apliquen el Derecho 
canónico y a los protestantes a su Derecho común. Puede también 
admitirse una regulación confesional con carácter de Derecho supletorio 
para aquellos casos en los cuales el Derecho vigente en un país 
determinado no comprenda una reglamentación completa sobre el 
matrimonio. 
La concepción esencial del Derecho Canónico consiste en 
considerar el matrimonio como contrato y al mismo tiempo como 
sacramento, cualidades ambas que se condicionan recíprocamente: si no 
hay contrato válido, no hay sacramento; y si no hay sacramento, no hay 
contrato. Durante varias centurias, el matrimonio y las cuestiones 
derivadas de él son considerados universalmente como de exclusiva 
competencia de la iglesia, y ésta los sujeta a una regulación exhaustiva 
que prácticamente nada dejó de prever y en cuyo acierto debe hallarse la 
causa de extraordinaria perduración.  
La readquisición del derecho matrimonial por la autoridad civil 
proviene de dos fuentes principales: el protestantismo, pues los 
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reformadores rechazan la naturaleza sacramental del matrimonio; y el 
Derecho Natural, cuyos teóricos asumen en los siglos XVI y XVII la misma 
posición. Más tarde, consumada la Revolución Francesa, el Código 
Napoleón organiza el matrimonio como institución exclusivamente civil, 
influyendo con su ejemplo sobre casi toda la legislación del mundo.  
Desde entonces y hasta antes de la II Guerra Mundial, las 
legislaciones adoptan una de dos posiciones principales: la puramente 
confesional; aquélla en que el Estado se arroga el derecho de regular el 
matrimonio, pero cuyas normas conservan una coloración confesional o 
admiten como supletorio del Derecho confesional en caso de insuficiencia 
de la regulación estatal; y la aconfesional, que prescinde de las normas 
religiosas aunque en mayor o menor extensión coincida con ellas.  
Contemporáneamente, el matrimonio civil –o forma civil de 
conclusión del matrimonio –se da como subsidiario, facultativo u 
obligatorio, según los países. En subsidiario cuando rige sólo para ciertos 
grupos de personas, para enlaces mixtos o para otros casos en que los 
contrayentes no puedan recibir la bendición eclesiástica. Tiene carácter 
facultativo cuando los interesados pueden casarse a su elección ante un 
eclesiástico o ante un funcionario civil. Es obligatorio cuando la ley 
desconoce todo valor al casamiento religioso e impone a los contrayentes 
sin excepciones el matrimonio ante funcionarios el Estado, Austria hasta 
1941; Inglaterra, Suecia y algunos Estados de la Unión Americana; 
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Francia y otros países, son respectivamente ejemplo de cada uno de esos 
criterios.  
4.  EL MATRIMONIO COMO INSTITUCIÓN CIVIL 
Y RELIGIOSA EN EL PERÚ 
En los países latinoamericanos, en general, reconocen el matrimonio 
civil. Además, todos admiten o reconocen efectos civiles al matrimonio 
católico dentro de determinada medida y condiciones, Brasil es el de data 
más antigua. Colombia ha asumido esa posición como resultado de un 
Concordato con la Santa Sede. Bolivia y Costa Rica, que, como se ha 
dicho, son los países de más reciente regulación familiar y, con Cuba, los 
únicos que legislan sobre el fenómeno familiar en códigos independientes 
–la han adoptado, a lo que parece, más bien en función de sus realidades 
sociales que por consideraciones de índole teórica.  
En lo que concierne específicamente al Perú, el Código Civil de 1852 
no estableció otro matrimonio con efectos legales que el celebrado 
conforme a las disposiciones del Concilio de Trento, es decir, el 
matrimonio canónico –tal como, por lo demás, venía ocurriendo desde 
casi cuatro siglos antes, a raíz de la incorporación del Perú a la órbita de 
la cultura occidental (si bien para reclamar los derechos civiles anexos a 
él, los arts. 441 y 443 de dicho Código preceptúan su inscripción en el 
Registro del Estado Civil, la jurisprudencia suprema ha admitido la validez 
de ese matrimonio aunque no llegara a inscribirse en el Registro del 
Estado Civil, siempre que lo estuviera en el Registro parroquial, por 
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aplicación del art. 400 inc. 2 de Código de Procedimientos Civiles: EE.SS. 
de 18 de setiembre de 1954,, 18 de junio y 10 de diciembre de 1968). 
Aquello se justificaba por el hecho de que la abrumadora mayoría de la 
población peruana profesa la religión católica.  
Esa situación perduró hasta el 23 de diciembre de 1987, fecha en 
que se reconoció por ley dos formas de matrimonio: la canónica para los 
que profesaban la religión católica, y la civil para que los declaraban no 
haber pertenecido a dicha religión o haberse separado de ella; criterio 
éste que reafirmo la ley del 23 de noviembre de 1936. En 1920, el 
Congreso aprobó una ley que secularizaba el matrimonio; pero, 
observada por el Poder Ejecutivo en uso de sus atribuciones 
constitucionales, no pudo entrar en vigencia hasta el 4 de octubre de 
1930, esto es, al retirarse el veto gubernativo por la Junta Militar de 
Gobierno de Sánchez Cerro (Decreto Ley Nº 6889). 
A partir de entonces y hasta la promulgación del Código Civil de 
1936, se llegó a prohibir a los sacerdotes católicos que celebrasen el 
matrimonio canónico mientras no comprobasen que los pretendientes 
habían contraído previamente matrimonio civil. Derogada esa exigencia, 
el Código de 1936 mantuvo el precepto de que sólo el matrimonio civil 
produce efectos legales, sin que en el caso del matrimonio in extremis o 
del matrimonio civil realizado ante funcionario eclesiástico hiciera 
excepción, al menos explícitamente, a tal precepto.  
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Sin embargo, la inmensa mayoría de la población peruana sigue 
considerándose casada cuando sale de la iglesia, y no de la 
municipalidad. Para ella, el matrimonio civil viene a ser poco más que un 
trámite previo al verdadero casamiento. Después de casi medio siglo de 
negación oficial de valor al matrimonio religioso, la realidad sigue 
resistiendo a esa imposición; y aunque se supone que en muchos casos 
se opta por celebrar ambos matrimonios, con la duplicación de trámites y 
gastos que ello importa, existen muchos otros en que se celebra sólo el 
religioso. Estos últimos casos, cuya verdadera magnitud no se conoce, 
crean el problema de que matrimonios que son verdaderamente tales en 
la intención y la convicción de los contrayentes, en su funcionamiento real 
y en el consenso colectivo, resultan ser concubinatos para la ley, con 
todos los inconvenientes y perjuicios que ello representa especialmente 
para la mujer y también para los hijos. 
Conviene examinar separadamente cada uno de estos problemas: 
Las coincidencias entre las normas económicas y las civiles acerca del 
matrimonio son muy grandes en cuanto a las formalidades (lo cual no 
puede llamar la atención, si se recuerda que, como lo hizo presente de 
Bernardi al iniciarse la obra legislativa de Napoleón, el Derecho Canónico 
perfeccionó a tal punto esta materia que las legislaciones civiles no han 
hecho sino copiarlo). Difieren en cierta medida en cuanto a los 
impedimentos, y se contraponen abiertamente en lo que concierne a la 
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posibilidad de disolver por divorcio el vínculo matrimonial y parcialmente 
en lo que atañe a la separación de cuerpos. 
La diferencia, como se ha señalado, en cuanto a las formalidades 
previas a la celebración del casamiento y a las de éste mismo, carece de 
trascendencia, pues la Constitución admite la pluralidad de formas, aparte 
de que tanto las canónicas como las civiles persiguen las mismas 
finalidades y mantienen una gran semejanza. Más delicada e importante 
es la cuestión relacionada con la diferencia que, en cierta medida, se 
puede advertir en cuanto a las condiciones necesarias para casarse o 
teoría de los impedimentos.  
Tanto el Código Civil como el Codex Iuris Canonici establecen los 
impedimento dirimentes de impubertad, falta de consentimiento vínculo 
conyugal preexistente, consanguinidad en las líneas recta y colateral, 
afinidad en ambas líneas, rapto y crimen; y como impediente, el de 
adopción. No obstante, la coincidencia en la amplitud del impedimento 
sólo se da en los casos de consanguinidad y afinidad en línea recta, de 
vínculo conyugal anterior y de adopción. En general, también podría 
registrarse coincidencia en lo que concierne a la falta de consentimiento 
libre. 
En cuanto a la dificultad de que la ley canónica no admite el divorcio 
y difiere de la ley civil en cuanto a las causales de separación de cuerpos, 
el obstáculo podría ser salvado recurriendo a una de las siguientes 
posibilidades: respetar la indisolubilidad del vínculo canónico libremente 
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contraído por los interesados. Referir al fuero civil la decisión al respecto, 
lo que equivale a circunscribir al acto del casamiento, y no al matrimonio 
como estado, la validez del celebrado con arreglo al Codex; o a imitación 
de la estipulación incluida en algún concordato, el asunto se ventile y 
resuelva en la vía civil y conforme a las leyes civiles, pero que, en 
determinado momento, se dé noticia a la autoridad eclesiástica para que 
intente una reconciliación. En estas dos últimas posibilidades, los 
interesados asumirían responsabilidad por su decisión ante su propia 
conciencia. A semejanza del Código Civil vigente, éste se limitaría a 
recordar que sus disposiciones al respecto dejan incólumes los deberes 
que la religión impone, fórmula que, por lo demás, existía ya en el Código 
de 1852.  
En cuanto a que los registros parroquiales no se encuentran bajo 
control del Estado, aparte de que ello no significa necesariamente que 
ofrezcan menos garantía que las municipalidades. El obstáculo 
desaparece si se exige que, para surtir efectos civiles, el matrimonio 
canónico debe inscribirse en el Registro del Estado Civil, como, en 
términos un tanto equívocos, preceptuaba el Código de 1852 en sus arts. 
441 - 443.  
Finalmente, el argumento de que, si se reconoce efectos civiles al 
matrimonio canónico, también deberían serles reconocidos a otras formas 
religiosas de casamiento, no parece suficientemente valedero, no sólo 
porque alguna de esas formas podría afectar al orden público interno, sino 
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porque a razón principal que obliga a considerar el caso del matrimonio 
canónico reside en que la mayoría de los peruanos profesa la religión 
católica. Se trata, en realidad, de una consideración sociológica antes que 
religiosa. Por lo demás, nada impediría a las personas que pertenezcan a 
otras religiones contraer matrimonio civil para los efectos legales, sin 
perjuicio de que también lo contrajeran según sus propias creencias para 
efectos personales o de conciencia; para esos casos minoritarios, pues, la 
situación sería igual a la actual”2. 
5.  EL MATRIMONIO EN LAS CONCEPCIONES 
TEÓRICAS 
Actualmente, caso todas las legislaciones reconocen que el 
matrimonio es una institución social por la que un hombre y una mujer su 
unen legalmente, con ánimo de permanencia y con el fin de vivir juntos, 
procrear, alimentar y educar a sus hijos y auxiliarse entre sí. El 
matrimonio constituye un estado jurídico entre los consortes, ya que crea 
para si una situación jurídica permanente que origina consecuencias 
constantes por aplicación del estatuto legal respectivo a todas las 
situaciones que se van presentando durante la vida de esposos. 
       Existen tres teorías o doctrinas que regulan, y explican cada una de 
ellas: 
 
                                                 
2 Este estudio comparativo fue hecho entre las normas pertinentes del Código Civil de 1936 y el 
Código de Derecho Canónico de 1917, entonces vigentes.  
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Para la cual el matrimonio es un contrato, es decir un acuerdo de 
voluntades entre dos personas que hacen surgir derechos y obligaciones 
entre ellas. La objeción que existe a esta teoría es que el contrato crea 
derechos y obligaciones de carácter económico, mientras que el 
matrimonio genera derechos y obligaciones de carácter moral. 
5.2. LA TEORÍA DEL MATRIMONIO COMO UN ACTO 
JURÍDICO 
Esta doctrina toma como base que existe actos jurídicos públicos y 
actos privados, los primeros con los cuales actúa el Estado; los segundos 
los que son realizados por los particulares. En el matrimonio se conjuntan 
ambos, es decir la participación del Estado a través del funcionario que 
autoriza el matrimonio y la participación de los particulares o 
contrayentes. El matrimonio no es un contrato, si no un acto de poder 
estatal. Es decir que la declaración de la voluntad de los esposos deba 
ser dada al oficial, y por él recogida personalmente en el momento en el 
que se prepara para el pronunciamiento, los esposos no tienen ningún 
valor jurídico. 
                                                 
3 Plainol y Ripert afirman que en el derecho positivo como en la doctrina, se le ha 
considerado fundamentalmente como un contrato en el cual existen todos los elementos 
esenciales y de validez de dicho acto jurídico. Se invoca que los contrayentes deben de 
manifestar su consentimiento ante el Oficial Registro Civil para unirse en matrimonio, en 
resumen se puede decir que el elemento esencial es el acuerdo de las partes. 
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5.3.  LA TEORÍA DEL MATRIMONIO COMO UNA 
INSTITUCIÓN SOCIAL 
Considera al matrimonio como un entre creado y regulado por sus 
propias normas y reglas que le han sido otorgadas por el Estado con el 
objeto de darle una seguridad social a dicha institución. 
De otro lado se reconoce la siguiente clasificación del matrimonio: 
1. Matrimonio Religioso: Es el celebrado ante sacerdote o ministro 
de culto no católico. 
2. Matrimonio Civil: Es el celebrado ante la autoridad facultada para 
ello y que obligatoriamente debe ser previo al religioso, por disposición de 
la ley. 
3. Matrimonio Mixto: Surge como resultado de la existencia y 
reconocimiento de los matrimonios religioso y civil, a manera de que en 
casos determinados uno u otro surtan plenos efectos. 
6. POSICIÓN DE LA IGLESIA FRENTE AL 
DIVORCIO 
Divorcio es la separación legal de los esposos. La mayoría de los 
países permiten el divorcio civil y lo regulan en algún grado por medio de 
la ley civil. Muchas iglesias cristianas interpretan el divorcio civil como el 
fin del matrimonio y permiten un segundo matrimonio. En cambio, la 
Iglesia Católica no acepta que el divorcio civil anule el matrimonio. No 
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puede disolver los vínculos matrimoniales ya que estos proceden de Dios. 
"Lo que Dios ha unido, que no lo separe el hombre". 
La Iglesia reconoce que en algunas circunstancias muy graves es 
necesaria la separación y la protección de quién corra peligro de ser 
maltratada. No por ello, se disuelven los vínculos matrimoniales. 
La Iglesia puede conceder la nulidad matrimonial cuando el matrimonio, 
desde el principio, careció de un elemento esencial para su validez. Si el 
matrimonio ha sido anulado ambos pueden quedar libres para casarse. El 
Tribunal puede, sin embargo, establecer condiciones o negar el 
matrimonio eclesiástico si considera que existen impedimentos para ello. 
La separación de los esposos con permanencia del vínculo matrimonial 
puede ser legítima en ciertos casos previstos por el Derecho Canónico. Si 
el divorcio civil representa la única manera posible de asegurar ciertos 
derechos legítimos, el cuidado de los hijos o la defensa del patrimonio, 
puede ser tolerado sin constituir una falta moral. 
El divorcio es una ofensa grave a la ley natural. Pretende romper el 
contrato, aceptado libremente por los esposos, de vivir juntos hasta la 
muerte. El divorcio atenta contra la alianza de salvación de la cual el 
matrimonio sacramental es un signo. El hecho de contraer una nueva 
unión, aunque reconocida por la ley civil, aumenta la gravedad de la 
ruptura: el cónyuge casado de nuevo se halla entonces en situación de 
adulterio público y permanente. Si el marido, tras haberse separado de su 
mujer, se une a otra mujer, es adúltero, porque hace cometer un adulterio 
 31 
a esta mujer; y la mujer que habita con él es adúltera, porque ha atraído a 
sí al marido de otra.  
El divorcio adquiere también su carácter inmoral a causa del 
desorden que introduce en la célula familiar y en la sociedad. Este 
desorden entraña daños graves. Para el cónyuge, que se ve abandonado; 
para los hijos, traumatizados por la separación de los padres, y a menudo 
viviendo en tensión a causa de sus padres; por su efecto contagioso, que 
hace de él una verdadera plaga social. Puede ocurrir que uno de los 
cónyuges sea la víctima inocente del divorcio dictado en conformidad con 
la ley civil; entonces no contradice el precepto moral. Existe una diferencia 
considerable entre el cónyuge que se ha esforzado con sinceridad por ser 
fiel al sacramento del matrimonio y se ve injustamente abandonado y el 
que, por una falta grave de su parte, destruye un matrimonio 
canónicamente válido. 
Los divorciados, al igual que todo bautizado, están llamados a 
participar en la vida cristiana, respetando las reglas de la Iglesia.  
Reafirma la Iglesia además, «la praxis de no admitir a la comunión 
eucarística a los divorciados que se casan otra vez". "Si se admitieran 
estas personas a la Eucaristía, los fieles serían inducidos a error y 
confusión acerca de la doctrina de la Iglesia sobre la indisolubilidad del 
matrimonio. 
La reconciliación en el sacramento de la penitencia --que les abriría 
el camino al sacramento eucarístico-- puede darse únicamente a los que, 
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arrepentidos de haber violado el signo de la alianza y de la fidelidad a 
Cristo, están sinceramente dispuestos a una forma de vida que no 
contradiga la indisolubilidad del matrimonio", sostiene la Iglesia. Esto lleva 
consigo concretamente que cuando el hombre y la mujer, por motivos 
serios, --como, por ejemplo, la educación de los hijos-- no pueden cumplir 
la obligación de la separación, asumen el compromiso de vivir en plena 
continencia, o sea de abstenerse de los actos propios de los esposos. 
Familiaris Consortio prohíbe efectuar ceremonias de cualquier tipo para 
los divorciados que vuelven a casarse, pues estas celebraciones, podrían 
dar la impresión de que se celebran nuevas nupcias sacramentalmente 
válidas y como consecuencia inducirían a error sobre la indisolubilidad del 
matrimonio válidamente contraído. 
 

















EL MATRIMONIO Y EL DIVORCIO EN EL 
DERECHO PERUANO 
 
1. EL MATRIMONIO VISTO DESDE EL DERECHO  
Según el artículo 234º el  matrimonio es la unión voluntariamente 
concertada por un varón y una mujer legalmente aptos para ella y 
formalizada con sujeción a las disposiciones de este Código, a fin de 
hacer vida común. El marido y la mujer tienen en el hogar autoridad, 
consideraciones, derechos, deberes y responsabilidades iguales. Según 
Walter Gutierrez Camacho y Alfonso Rebaza Gonzales, el presente 
artículo define la institución del matrimonio. Esta opción del legislador es 
de particular importancia no solo por las implicancias que entraña y que 
se desarrollan en este comentario, sino porque nuestro ordenamiento 
constitucional conceptúa al matrimonio, junto con la familia, como un 
instituto fundamental de la sociedad. 
Del texto de la norma bajo comentario se desprende que el 
matrimonio se contrae “a fin de hacer vida en común”. Así, para 
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Enneccerus, el matrimonio es “la unión de un hombre y una mujer 
reconocida por la ley, investida de ciertas consideraciones jurídicas y 
dirigida al establecimiento de una plena comunidad de vida”. La presencia 
del objeto del matrimonio de hacer vida en común es manifiesta. A efectos 
de entender este aspecto del matrimonio, es preciso analizar su 
naturaleza jurídica.  
La igualdad entre los esposos tiene como antecedente inmediato el 
artículo 2º de la Constitución de 1979. Este precepto ha sido recogido por 
la Constitución vigente en su artículo 2º, inciso 2º. El principio de la 
igualdad de cónyuges tiene su base en la naturaleza de la alianza entre 
iguales que constituye el matrimonio, en la que no caben subordinaciones 
por razón de sexo. En efecto, el matrimonio no es una carrera por el 
poder, sino un esfuerzo común por amar y servir al cónyuge y a los hijos. 
No obstante el carácter de dogma que ha adquirido este principio, la 
igualdad entre los esposos podría generar problemas de anarquía 
doméstica conforme han destacado Planiol y Ripert, quienes afirman que 
“en la sociedad conyugal, como en toda sociedad, es necesario que haya 
una unidad de dirección. Sin duda es deseable que esta unidad se realice 
por un acuerdo completo entre los dos esposos en las cuestiones que 
haya que decidir. Pero, por muy perfecta que sea su unión, pueden 
subsistir diferencias de opinión y conviene que una de ellas tenga la 
preponderancia.  
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El error que ha determinado la reacción feminista ha sido considerar 
esta autoridad como una prerrogativa ejercida por el marido en su propio 
interés, cuando las razones que la justifican hacen de ella una función que 
el marido debe cumplir en bien de la familia”. Las razones expuestas no 
dejan de ser valederas; no obstante, consideraos que la preponderancia 
en el manejo del hogar no es materia que deba ser solucionada mediante 
dispositivos jurídicos, sino que debe dejarse a la voluntad y capacidad de 
negociación de los esposos.  
2. FORMALIDADES Y REQUISITOS PARA 
CONTRAER MATRIMONIO 
Según el artículo 248º, quienes pretendan contraer matrimonio civil 
lo declararán oralmente o por escrito al alcalde provincial o distrital del 
domicilio de cualquiera de ellos. Acompañarán copia certificada de las 
partidas de nacimiento, la prueba del domicilio y el certificado médico, 
expedido en fecha no anterior a treinta días, que acredite que no están 
incursos en los impedimentos establecidos en el artículo 241º, inciso 2º y 
243º inciso 3º, o si en el lugar no hubiere servicio médico oficial y gratuito, 
la declaración jurada de no tener tal impedimento.  
Acompañaran también en sus respectivos casos, la dispensa judicial 
de la impubertad, el instrumento en que conste el asentimiento de los 
padres o ascendientes o la licencia judicial supletoria, la dispensa del 
parentesco o consanguinidad colateral en tercer grado, copia certificada 
de la partida de defunción del cónyuge anterior o la sentencia de divorcio 
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o de invalidación del matrimonio anterior, el certificado consular de 
soltería o viudez, y todos los demás documentos que fueren necesarios 
según las circunstancias. 
Cada pretendiente presentará, además, a dos testigos mayores de 
edad que lo conozcan por lo menos desde tres años antes, quienes 
depondrán, bajo juramento, acerca de si existe o no algún impedimento. 
Los mismos testigos pueden serlo de ambos pretendientes. Cuando la 
declaración sea oral se extenderá un acta que será firmada por el alcalde, 
los pretendientes, las personas que hubiesen prestado su consentimiento 
y los testigos4. 
Según Manuel Muro Rojo. De acuerdo al modelo seguido por la 
legislación peruana, el matrimonio no solo es la institución natural y 
fundamental de la sociedad y del Derecho Familiar, del cual se 
desprenden todas las demás relaciones, deberes y derechos que surgen 
como consecuencia de la unión legal y voluntariamente concertada entre 
varón y mujer; son que desde el punto de vista técnico es sin lugar a 
dudas un acto jurídico, en los términos a que se contrae el artículo 140º 
del Código Civil.  
En efecto, el matrimonio supone la existencia de la manifestación de 
voluntad de los contrayentes destinada a crear una relación jurídica, 
requiriendo para su validez la capacidad de los agentes, objeto física y 
jurídicamente posible, fin lícito y observancia de la formalidad prescrita 
                                                 
4 Texto según modificatoria introducida por la Ley Nº 27118 de 23-05-99.  
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bajo sanción de nulidad. El matrimonio como acto jurídico es, además, 
uno de los que importa el cumplimiento y observancia de las mayores 
formalidades que el sistema ha creado para dotarlo de validez, pudiendo 
dichas formalidades ser consideradas como de carácter ad solemnitatem, 
pues ello se desprende de una interpretación sistemática de las normas 
contenidas en los artículo 144º, 248º  y siguientes, así como el artículo 
274º inc. 8º del Código Civil.  
Si bien la Constitución declara la promoción del matrimonio (artículo 
4º de la Constitución) y, por consiguiente, se estima que los trámites 
legales y administrativos deberían ser simples para hacerlo posible, existe 
la consideración de que se trata de la creación de una de las relaciones 
jurídicas de mayor importancia legal y social, supuestamente permanente; 
razón por la cual el Código Civil no puede dejar de exigir ciertos requisitos 
mínimos de cumplimiento obligatorio por los pretendientes cuya 
observancia puede llegar a ser engorrosa u onerosa, aun cuando en 
casos extremos se permitan ciertas exoneraciones. 
Los requisitos para la celebración del matrimonio civil, enunciados en 
el artículo bajo comentario, tienen su inspiración en el Derecho Canónico, 
habiéndose seguido durante el transcurso del tiempo las costumbres y 
formalidades que el matrimonio religioso obligaba a cumplir. Desde luego 
que la diferencia esencial respecto de épocas pasadas, y que constituye 
uno de los cambios de mayor relevancia, tiene que ver con la autoridad 
ante quien se celebra el matrimonio civil.  
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Este acto, antiguamente, se celebraba ante el párroco o autoridad 
religiosa, y actualmente se realiza ante una autoridad civil; el alcalde del 
distrito o provincia correspondiente. En ese sentido, se ha afirmado que 
las formas que las nuevas leyes han adoptado para la celebración del 
matrimonio no difieren esencialmente de las antiguas, sino en que, en 
lugar del sacerdote que en otro tiempo era el ministro necesario, es 
[ahora] un oficial civil quien está encargado de dirigir la ejecución. 
En su momento fue materia de una amplia discusión la legalidad del 
matrimonio celebrado ante párroco religioso. También se estudió la 
posibilidad de que el matrimonio sea celebrado ante autoridad judicial (el 
juez civil), por ser éste quien conoce las normas legales y tiene la 
potestad de hacerlas cumplir, tal como fluye de la Exposición de Motivos 
del artículo 101º del Código Civil de 1936º, posición defendida por Solf y 
Muro en base a las consideraciones expuestas por Francisco García 
Calderón en su Diccionario de Legislación Peruana, manifestando 
inclusive que los alcaldes son funcionarios que no tienen superior que los 
controle desde que las municipalidades son autónomas, en cambio los 
jueces están bajo el control de las altas autoridades del Poder Judicial. 
Sin embargo, luego de un amplio debate, se consideró conveniente 
establecer la figura del alcalde como la autoridad que diera fe de la 
celebración del matrimonio y de esta manera aminorar la pesada carga 
judicial. Así es como ha sido recogido en el primer párrafo del artículo 
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248º del Código Civil bajo comentario, que sigue la misma línea de su 
antecedente, el artículo 101º del Código de 1936º.  
No obstante lo expresado anteriormente, en relación a la autoridad 
competente para celebrar el matrimonio civil, cabe precisar que existen 
algunos supuestos excepcionales en los cuales, por permisión legal, no 
es la propia persona del alcalde quien celebra el matrimonio, sino persona 
o autoridad distinta. Así, tenemos los siguientes casos: 
a) Ante un regidor del Consejo o un funcionario municipal 
determinado, por delegación que puede efectuar el alcalde en 
estas personas (artículo 260º, primer párrafo). 
b) Ante un director o jefe de hospital o establecimiento análogo, 
también por delegación del alcalde en estas personas (artículo 
260º, primer párrafo). 
c) Ante el párroco o el ordinario del lugar, igualmente por 
delegación que puede efectuar el alcalde en estas personas 
(artículo 260º, segundo párrafo).  
d) Ante un comité especia, en las comunidades campesinas o 
nativas; comité que estará constituido por la autoridad educativa 
e integrado por los dos directivos de mayor jerarquía de la 
respectiva comunidad (artículo 262º).  
e) Ante el jefe del Registro del Estado Civil, en las capitales de 
provincia donde dicho Registro se encuentre a cargo de 
funcionarios especiales (artículo 263º). 
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f)     Ante el párroco o autoridad sacerdotal, en caso que alguno de 
los contrayentes se encuentra e inminente peligro de muerte 
(artículo 268º). 
Nuestra legislación distingue la nulidad de la anulabilidad del 
matrimonio por haber sido celebrado ante funcionario incompetente, a 
partir de considerar la actuación de buena o mala fe de los contrayentes; 
esto es, si los contrayentes conocían o no la incompetencia del 
funcionario. En ese sentido, la ley civil sanciona con nulidad el matrimonio 
celebrado ante funcionario incompetente si ambos contrayentes han 
actuado de mala fe (artículo 274º inc. 9º); mientras que dispone solo la 
anulabilidad del matrimonio celebrado ante funcionario incompetente 
cuando los contrayentes han actuado, ambos, o por lo menos uno, de 
buena fe (artículo 277º inc. 8º). 
De otro lado, en cuanto a las formalidades del matrimonio 
propiamente dichas, a que se contrae el artículo 248º del Código Civil, es 
pertinente mencionar que las mismas pueden ser clasificadas cuando 
menos en dos categorías: las formalidades de carácter general y las 
formalidades de carácter especial.  
3. EL DIVORCIO Y TEORÍAS ACERCA DEL 
DIVORCIO 
La Palabra divorcio proviene del término latino divortium, que a su 
vez deriva de la palabra divertere, que significa separarse o irse cada uno 
por su lado. En un sentido amplio el divorcio es la ruptura del vínculo 
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conyugal. Para la Doctrina existen dos clases de divorcio la relativa y la 
absoluta. Divorcio Relativo es conocido por nuestra legislación como 
separación de cuerpos por la cual los cónyuges se separan de lecho y 
habitación, poniendo término a la vida en común, pero subsistiendo el 
vínculo conyugal,  para nosotros comúnmente nos referiremos en 
adelante como separación de cuerpos. Divorcio absoluto, es conocido por 
algunos como divorcio vincular, esta consiste en la disolución total, 
definitiva y perpetua del vínculo conyugal y sólo puede ser declarado por 
una autoridad judicial. 
           Tratándose de un tema polémico, hemos asistido a través de toda 
la historia al gran debate entre los que están a favor y los que están en 
contra del divorcio:  
  Los Antidivorcistas, consideran que el matrimonio es indisoluble, 
pues sostienen que en el matrimonio se basa la estabilidad de la familia, 
tanto en el aspecto moral y espiritual. Consideran igualmente que el 
divorcio causa un gran daño a los hijos en su desarrollo físico y 
psicológico. Los hijos son las más grandes víctimas del divorcio. 
Sostienen que corresponde a los cónyuges mantener la indisolubilidad del 
matrimonio y soportar con resignación las pruebas que la vida les ofrece. 
En el peor de los casos, los que abrazan esta tesis aceptan la separación 
de cuerpos, es decir el alejamiento físico o prescindir del deber de lecho, 
pero no así el deber de fidelidad, pues, el vínculo matrimonial se 
encuentra vigente hasta la muerte. 
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  Los divorcistas, de otro lado, sostienen que los hijos sufren más, al 
vivir en matrimonios destruidos e inexistentes en la práctica, pues, el odio 
y la incomprensión son una constante en la vida conyugal, en tanto el 
amor ha desaparecido. Para los antidivorcistas la separación de cuerpos 
es insuficiente, pues esto obliga a convivencias no reconocidas por la ley 
e impide que puedan rehacer sus vidas en un nuevo matrimonio. 
4. CAUSALES DEL DIVORCIO EN EL PERÚ 
La Legislación Peruana señala las siguientes causales para 
divorciarse. 
1. ADULTERIO: Consiste en las relaciones sexuales con una 
persona distinta del cónyuge. El adulterio se configura por el simple acto 
sexual fuera del matrimonio. 
2. VIOLENCIA FÍSICA O PSICOLÓGICA QUE EL JUEZ 
APRECIARA SEGÚN LAS CIRCUNSTANCIAS: Son aquellos actos que 
implica manifestación de violencia física, lesiones graves y leves y 
violencia psicológica, que se produzca reiteradamente, por parte de un 
cónyuge a otro. 
3. ATENTADO CONTRA LA VIDA DEL OTRO CONYUGE: Es el 
acto voluntario, intencional que uno de los cónyuges realiza contra el otro 
para quitarle la vida. Es la tentativa de homicidio, que luego haría 
peligrosa la vida en común. 
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4. INJURIA GRAVE QUE HAGA INSOPORTABLE LA VIDA EN 
COMUN: Ofensa, menoscabo de un cónyuge por el otro, que puede 
constituir cualquier hecho mediante el cual se ofende el honor y 
reputación o el decoro del otro cónyuge. Ejemplo: Que uno de los 
cónyuges desatiende al otro, que sufre una enfermedad y requiere de una 
atención permanente. 
5. ABANDONO INJUSTIFICADO DE LA CASA CONYUGAL POR 
MAS DE DOS AÑOS CONTINUOS: Alejamiento o expulsión de cónyuge 
del domicilio común, sin existir causas que justifiquen dicha actitud. El 
abandono debe ser voluntario. 
6. CAUSAL DE CONDUCTA DESHONROSA QUE HAGA 
INSOPORTABLE LA VIDA EN COMUN: Que uno de los cónyuges se 
conduzca de una manera incorrecta, indecente e inmoral, es decir actúe 
contra el orden público, la moral y las buenas costumbres. Ejemplos: la 
vagancia, el juego habitual, la ociosidad, la ebriedad habitual, conductas 
sexuales aberrantes (necrofilia, pederastia, bestialismo etc.) 
7. CAUSAL DE USO HABITUAL E INJUSTIFICADO DE LAS 
DROGAS O DE SUSTANCIAS QUE PUEDA GENERAR TOXICOMANIA, 
SALVO LO DISPUESTO POR EL ART. 347 DEL CC. 
El uso de narcóticos, alucinógenos y estimulantes en forma 
habitual y sin justificación y que puedan ocasionar que la persona se 
convierta toxicómano. 
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8. CAUSAL DE ENFERMEDAD GRAVE DE TRANSMISION 
SEXUAL: Las llamadas ETS son enfermedades de naturaleza infecciosa 
o parasitaria, que se transmiten por la relación sexual. Las más conocidas 
son: LADILLAS, GONORREA, SÍFILIS, HERPES GENITAL, VHI (Sida), 
CHANCRO BLANDO etc. 
9. CAUSAL DE HOMOSEXUALIDAD SOBREVINIENTE AL 
MATRIMONIO: La atracción física entre personas del mismo sexo, se 
denomina homosexualismo.  
10. CAUSAL POR CONDENA POR DELITO DOLOSO A PENA 
PRIVATIVA DE LIBERTAD MAYOR DE DOS AÑOS IMPUESTA 
DESPUES DE LA CELEBRACION DEL MATRIMONIO: La copia 
determinante de esta causal será la copia certificada de la sentencia 
definitiva en donde conste la condena del cónyuge por delito de carácter 
doloso, cuya pena privativa de libertad sea superior a los dos años. 
11. CAUSAL DE IMPOSIBILIDAD DE HACER VIDA EN COMUN, 
DEBIDAMENTE PROBADA EN PROCESO JUDICIAL: A pesar de su 
ambigüedad o deficiencia en su redacción, esta causal fue incorporada 
mediante Ley 27495 y surge cuando la pareja no encuentra salida para 
sus conflictos: en nuestro concepto podrían ser por ejemplo: violencia 
familiar acreditada en un proceso judicial, juicio de alimentos, procesos 
penales de abandono de familia etc. 
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5. EL DIVORCIO Y SU TRAMITACIÓN EN EL 
PERÚ 
Sin duda se han producido grandes avances en los últimos veinte 
años en este campo, pero conviene dar una mirada general para ver el 
estado actual del divorcio en nuestro país y detectar con mirada aguda 
que, como todo aspecto del Derecho, su regulación no está exenta de 
nociones de perfeccionismo ético. ¿Cómo opera actualmente el divorcio 
en el Perú? Nuestro sistema “divorcista” ofrece para quienes quieran 
acceder al divorcio dos caminos:  
1) Si ambos cónyuges están de acuerdo pueden iniciar un proceso de 
separación convencional. Luego de dos meses de obtenida la 
sentencia cualquiera de los interesados puede pedir que se dicte 
un divorcio. La duración promedio del proceso es de ocho meses a 
un año, en el mejor de los casos. 
2) Cuando no hay acuerdo para divorciarse entonces se usan las 
llamadas causales de divorcio: un cónyuge demanda al otro por 
alguno de los motivos que la ley permite. La violencia familiar, el 
abandono injustificado y el adulterio son algunas de las causales 
de divorcio vigentes. Un proceso de divorcio por causal dura no 
menos de tres años, pues, la sentencia que lo aprueba en primera 
instancia “pasa” obligatoriamente a consulta a la Sala de Familia. 
De esta vía de divorcio no nos ocuparemos en las líneas 
siguientes. 
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La alternativa de la separación convencional obedece a una 
concepción de “divorcio remedio”: ante la comprobación de que un 
matrimonio está “quebrado” de hecho, se propone el divorcio como medio 
para que la realidad se vea reflejada en el plano legal (donde no hay 
relación de pareja vigente no debe haber ficción legal de matrimonio). Sin 
embargo, la actual regulación de la separación convencional nos deja 
intuir que, en el fondo, todo nuestro sistema jurídico está encaminado a 
restringir el acceso al divorcio: el Estado peruano ha insistido 
permanentemente en asociar familia con matrimonio, desconociendo que 
las unidades familiares no sólo tienen su origen en la unión matrimonial y 
que las relaciones familiares trascienden a las uniones matrimoniales que 
les dieron origen. 
Una separación convencional tiene las siguientes características 
actualmente: 
1. Hay que tener mínimo dos años de matrimonio. 
2. Debe suscribirse un acuerdo sobre los siguientes puntos: a. 
bienes adquiridos, b. tenencia/régimen de visitas de hijas/os si 
hubieren, y c. un acuerdo sobre los alimentos entre la pareja y 
respecto de las hijas/jos. 
3. La demanda la firman ambos cónyuges y su abogada(o), pero 
¿si hay acuerdo entre ellos a quién demandan?, ¿cuál es el 
conflicto? Pues actualmente los cónyuges demandan al 
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Ministerio Público (representado por las y los Fiscales de 
Familia) al que nuestro sistema legal le ha dado en forma ficticia 
(por decirlo de algún modo) la tarea de representar a la sociedad 
que se opone al pedido de separación de ambos cónyuges. 
4. Luego de producida la audiencia del proceso se tiene que dar 
obligatoriamente 30 días por si acaso cualquiera de los 
cónyuges se “arrepienta” de su decisión. 
5. Si ninguno se “arrepiente” la sentencia copia “al pie de la letra” 
el convenio presentado por los cónyuges. La intervención 
judicial no es realmente relevante en este tipo de casos; se 
pronuncia en el mismo sentido en que los cónyuges hicieron su 
pedido inicial. 
6. Pero con esta sentencia no hay divorcio aún, hay sólo 
separación legal lo que significa que los cónyuges aún están 
casados pero tienen “suspendido” el deber de vivir juntos. Para 
lograr el divorcio cualquiera de los interesados debe esperar dos 
meses luego de la sentencia y pedir que se declare el divorcio. 
Con esta segunda sentencia recién se ha disuelto el matrimonio. 
Queda claro que en estos casos hay consenso, no hay conflicto. 
Sin embargo, hasta ahora el Estado ha tenido como política “aparentar” el 
conflicto y por eso este trámite se sigue en vía judicial demandando al 
Ministerio Público que, en teoría, debe oponerse a la separación en 
representación de todas/os nosotras/os: la sociedad. No se trata de que el 
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trámite en sí mismo requiera ser judicial. La judicialización ha sido una 
opción política estatal para controlar (a niveles del absurdo) los posibles 
divorcios. Porque en el fondo, el Estado peruano hasta ahora considera 
que el divorcio no es algo saludable y que debe estar sometido a las 
máximas reglas de control para asegurar, en cuanto se pueda, su 
apariencia formal aunque no haya vida de pareja subyacente.  
A esto alude el perfeccionismo ético que se comentó en las 
primeras líneas de este texto: el Estado peruano en el fondo de sus 
normas expresa su intención de restringir los divorcios porque su elección 
es blindar al máximo los matrimonios. ¿Suena como el principio de 
indisolubilidad del matrimonio del Derecho Canónico? Cualquier parecido 
no es pura coincidencia. 
           Actualmente existe un nuevo panorama del divorcio que pasamos 
a explicar: 
1. Igual que ahora, para una separación convencional hay que tener 
mínimo dos años de matrimonio. 
2. La solicitud se presenta en las municipalidades o en una notaría 
del lugar del último domicilio de los cónyuges o del lugar donde se 
celebró el matrimonio. 
3. Pueden solicitar con total libertad quienes no tengan hijos/as 
menores de edad ni hijas/os mayores de 18 años incapacitadas/os. 
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4. Aquellas parejas con hijas/os menores de edad o incapacitadas/os 
deben haber conciliado previamente (o tener sentencia) sobre la 
tenencia/régimen de visitas y los alimentos. 
5. Pueden solicitar la separación con total libertad quienes no tengan 
bienes adquiridos durante el matrimonio; sólo presentan una 
declaración jurada en ese sentido. 
6. Las parejas con bienes matrimoniales deben tramitar una escritura 
pública ante notaria/o para hacer constar allí cómo harán el reparto 
de esos bienes. 
7. Una vez presentada la solicitud de separación firmada por ambos 
cónyuges, la notario/a debe citar a una audiencia. Si en esa 
audiencia ambos cónyuges se ratifican en su voluntad de 
separarse entonces se declara la separación. Si alguno no va a la 
audiencia por causa justificada se reprograma la audiencia una 
vez. Si alguno no va a la reprogramación de audiencia se termina 
el procedimiento porque falta la ratificación de la voluntad de 
separarse. 
8. Con esta resolución no hay divorcio, sólo separación legal, lo que 
significa que los cónyuges aún están casados pero tienen 
“suspendido” el deber de vivir juntos. Para lograr el divorcio 
cualquiera de los cónyuges debe esperar dos meses antes de 
solicitar una conversión. Con esta segunda resolución recién se 
rompe la unión legal. 
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Desjudicializar implica una disminución considerable en los costos 
de este trámite: ya no hay que pagar necesariamente abogada/o como sí 
ocurre con los trámites en el Poder Judicial. Probablemente muchas 
personas busquen asesoría legal pero los costos de una asesoría en 
ningún modo son los de un patrocinio judicial. Además, la asesoría legal 
se puede obtener en forma gratuita en los Consultorios Jurídicos del 
Ministerio de Justicia, destinados para ese fin.  
Si dos personas han decidido que su proyecto matrimonial no tiene 
viabilidad, el Estado peruano, y todos los Estados del mundo, tienen la 
obligación de facilitarles los medios para que vean realizada tal decisión; 
es un principio básico de derechos humanos que las/os ciudadanas/os 
cuenten con todos los servicios que requieren de sus Estados para ver 
satisfechas sus necesidades esenciales. La descongestión del Poder 
Judicial es un efecto accesorio, valorable, pero no debe ser el argumento 
principal de la reforma. Es necesario asegurar marcos jurídicos que 
garanticen el ejercicio libre de las personas de sus derechos. Esta 
iniciativa va bien encaminada hacia ello pese a que su “marketing” no ha 
ido por este lado.  
La Constitución de 1979 decía en su artículo 5º que el Estado 
protegía “el matrimonio y la familia como sociedad natural e institución 
fundamental de la Nación”. La Constitución de 1993 representa un avance 
al respecto. El actual artículo 4º señala que la comunidad y el Estado 
 51 
“protegen a la familia y promueven el matrimonio”. En la actual 
Constitución se ha hecho una importante precisión sobre el rol del Estado: 
lo que le interesa proteger son las relaciones familiares, no el matrimonio, 
porque las familias van mucho más allá de si su origen es legal o no. 
Las vicisitudes de un matrimonio pueden comportar situaciones 
que terminen afectando la convivencia entre cónyuges, lo que puede 
derivar en la separación de cuerpos e incluso en el divorcio. De esta 
manera la norma contempla dichas situaciones a efectos de regular sus 
efectos, así como los requisitos que deben cumplir para derivar en una 
afectación tan grave para el vínculo. Una de estas causales para ambas 
figuras de separación de cuerpos y divorcio, la constituye la separación de 
hecho, consistente, como su nombre lo expresa en la separación fáctica 
entre cónyuges, quienes en la práctica dejan de compartir la vivencia 
conjunta de una relación conyugal. Esto engloba el dejar de hacer vida 
conjunta en el domicilio conyugal, el incumplimiento por un lapso de 
tiempo determinado de la cohabitación. 
La causal de separación de hecho fue introducida en nuestra 
legislación a través de la Ley Nº 27495, publicada en el Diario Oficial El 
Peruano, de fecha 7 de julio de 2001. Así se modificaron el Código Civil y 
el Código Procesal Civil, a fin de darle cabida. Esta incorporación se debió 
a la situación de separación fáctica por la que atravesaban muchas 
parejas sin visos de solución, dada la irreconciabilidad entre cónyuges 
que ya no Vivian la relación matrimonial y que, sin embargo, se 
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encontraban condenados a la permanencia de dicho vinculo jurídico por la 
negatividad de uno de ellos y la falta de encuadre de su situación 
particular en una de las causales existentes o la dificultad probatoria que 
traían aparejadas. 
Ahora, con la previsión de esta figura de la separación de hecho se 
viene a brindar una salida a la situación disfuncional de muchos 
matrimonios que solo conservaban la forma mas no la sustancia de una 
verdadera relación conyugal, pues se facilita la extinción de un vinculo 
inexistente en la practica. Esto se revela en el alto número de casos 
resueltos por nuestros juzgados y tribunales, lo que ha llevado a múltiples 
dificultades aplicativas de la normativa vigente, sobre todo en lo que 
respecta a la previsión de una indemnización a favor del cónyuge más 
perjudicado.  
Esta situación en la que presentaron incluso pronunciamientos 
contradictorios, hicieron necesaria la realización del Tercer Pleno 
Casatorio Civil, publicado en el Diario Oficial El Peruano el 13 de mayo de 
2011. Los criterios establecidos mediante esta vía, se vienen aplicando, y 
no solo aquellas reglas estatuidas con carácter vinculante, sino también 
los criterios que sirven de fundamentos para la sentencia. 
6. DIVORCIO SANCIÓN Y DIVORCIO REMEDIO 
Existe una clasificación de las causales de divorcio según que se 
repare la culpa de uno de los cónyuges o que no se la considere a efectos 
de la disolución del vínculo. De esta manera se puede hablar de causales 
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inculpatorias y causales no inculpatorias. De entre las primeras basta 
resaltar el adulterio, en cuanto representa una conducta vulneratoria del 
deber de fidelidad que se deben los esposos. Como producto de esta 
causal deriva en un divorcio sanción, en el cual existen diversas 
consecuencias desfavorables con respecto al cónyuge culpable y otro de 
tipo de efectos favorables con respecto al cónyuge inocente. 
En cambio en la causal no inculpatoria de la separación de hecho 
la atención se dirige, en principio, a la efectiva separación fáctica, y no a 
la verificación de una culpa en alguno de los cónyuges para que se 
produzca el divorcio, tanto es así que incluso el cónyuge culpable podría 
ser quien demande el divorcio y obtenga sentencia estimatoria sobre la 
base de la separación durante el lapso de tiempo requerido. Como 
consecuencia, esta diferencia se resalta a través de la expresión divorcio 
remedio, por cuanto el efecto que se logra es el de solucionar una 
situación de irrealidad de un vinculo únicamente formal, pero que no 
representa nada en la vivencia apartada de los cónyuges. 
No obstante, y como se vera más adelante, la consideración de la 
culpa, no queda del todo fuera al, momento  de invocarse esta causal de 
separación de hecho, ya que tiene relevancia al momento de 
determinarse la indemnización o la adjudicación  preferente a favor del 
cónyuge más perjudicado. Por esta razón se suele hablar de esta causal 
no como figura pura sino que en su regulación se verifican elementos 









EL TRATAMIENTO DE LA SEPARACIÓN DE 
HECHO EN LA LEGISLACIÓN CIVIL 
 
1.  ELEMENTOS CONSTITUTIVOS DE LA 
SEPARACIÓN DE HECHO 
Según el artículo 332º, la separación de cuerpos suspende los 
deberes relativos al lecho y habitación y pone fin al régimen patrimonial 
de sociedad de gananciales, dejando subsistente el vínculo matrimonial. 
Según Carola Bustamante Rosales, la separación de cuerpos es una 
institución del Derecho de Familia que consiste en la interrupción de la 
vida conyugal por decisión judicial que suspende los deberes relativos al 
lecho y habitación, y pone fin al régimen patrimonial de la sociedad de 
gananciales. 
En el sistema jurídico argentino la separación personal, que no 
disuelve el vínculo matrimonial, y el divorcio vincular constituyen 
situaciones que la ley prevé frente al conflicto matrimonial. La separación 
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personal se limita a autorizar a los cónyuges a vivir separados, sin que 
ninguno de ellos readquiera la aptitud nupcial; en tanto, tras el divorcio 
vincular los cónyuges pueden volver a contraer nuevo matrimonio. 
Del mismo modo, la doctrina moderna considera a la separación de 
cuerpos como una institución absolutamente independiente de la figura 
del divorcio. En la  separación de cuerpos solo se produce el decaimiento 
conyugal y no precisamente su terminación o disolución, por eso podría 
ser tornado como una causa de divorcio, es decir, como un medio para 
llegar a él, pero no como el divorcio mismo.  
Debe tenerse en cuenta que la institucionalización de la unión 
intersexual, es decir, la unión entre un hombre y una mujer que llamamos 
matrimonio, se logra en virtud de un acto jurídico, es decir, un acto 
voluntario, lícito, que tiene por fin inmediato establecer las relaciones 
jurídicas conyugales (Bossert y Zannoni). Al producirse la unión 
matrimonial, nacen deberes y derechos para los cónyuges, los cuales se 
quebrantan cuando se produce la separación de cuerpos.  
En nuestro ordenamiento civil, la separación de cuerpos ha sido 
regulada independientemente del divorcio, por consiguiente ya no es 
posible referirse al divorcio relativo (decaimiento matrimonial) y al divorcio 
absoluto (disolución del vínculo conyugal) como a las dos caras de una 
misma moneda. 
Antes de seguir analizando la norma se debe diferenciar la 
separación de cuerpos declarada judicialmente de la simple separación 
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de hecho, que se da cuando los cónyuges dejan de hacer vida en común 
pero no cuentan para ello con ninguna decisión judicial que declare dicha 
situación. Para que se declare judicialmente la separación de cuerpos es 
necesario que quien inicie el proceso acredite cualquiera de las causales 
previstas en el artículo 333º del Código Civil o que ambos cónyuges 
soliciten la separación convencional.  
Para la configuración de esta causal de la separación de hecho se 
requiere de ciertos elementos. Como  es evidente tratándose de una 
causal no inculpatoria, es precisa la falta de convivencia objetiva, pero no 
solo eso, sino que se tendrán en cuenta también elementos subjetivos y 
se requerirá el cumplimiento del elemento temporal. 
1.1. ELEMENTO MATERIAL U OBJETIVO 
Está constituido por el hecho mismo de la separación, esto es la 
falta de convivencia, la interrupción de la vida común, ocasionada ya sea 
por uno solo de los cónyuges ya sea por ambos. Ósea que puede darse a 
causa del retiro unilateral del hogar conyugal o bien por decisión conjunta. 
1.2. ELEMENTO PSICOLÓGICO O SUBJETIVO 
Aparte del resaltante elemento objetivo, es posible distinguir un 
elemento subjetivo que estaría dado por la imputabilidad de la separación. 
Así lo demuestra la Tercera Disposición Complementaria y Transitoria de 
la ley que incorporo la separación de hecho como causal de separación 
de cuerpos y subsecuente divorcio, Ley Nº  27495, al disponer que no se 
considerara separación de hecho a aquella que se produzca por razones 
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laborales, siempre que se acredite el cumplimiento de las obligaciones 
alimentarias u otras pactadas por los cónyuges de mutuo acuerdo. 
En efecto, al darse una causa no imputable a los cónyuges para la 
separación, representada por el motivo laboral, no se podría considerar 
que exista una separación de hecho que dé lugar a la separación de 
cuerpos o al divorcio. De la misma manera  tendría que resolverse si el 
motivo fuese una enfermedad o un accidente: ello no determinaría la 
configuración de la causal. No obstante, la mencionada norma solo ha 
previsto el motivo laboral. Por el contrario, si se esta frente  a un caso de 
abandono injustificado del hogar conyugal, violencia domestica, o el 
impedimento de ingreso al domicilio, si se podría desembocar en el 
divorcio por separación de hecho, pues la causa que la provoca es 
imputable a uno de los cónyuges. 
1.3. ELEMENTOS TEMPORAL 
Para la verificación de este elemento el Código Civil establece una 
distinción: si la pareja tiene hijos menores de edad o no. Si no los tuviera 
el plazo de separación es de 2 años; en cambio, de tenerlos, el plazo es 
de cuatro años. Es menester reparar en que trata de una transcurso 
ininterrumpido, vale decir, que no deben comprobarse actos de 
convivencia a efectos de poderse configurar esta causal. En caso de 
darse la convivencia por un tiempo tiene que contarse desde que se 
vuelve a producir la separación sin que se pueda sumar el periodo 
anterior. La razón para exigir el cumplimiento de este requisito temporal 
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consiste en que se debe evidenciar un rompimiento definitivo y 
permanente de la convivencia, lo que no sucedería en caso de observarse 
reconciliaciones en el transcurso del periodo. 
2. EFECTOS DE LA SEPARACIÓN DE HECHO 
Los efectos de la separación de hecho, según nuestro Código Civil 
son los siguientes:   
a. Disolución del vínculo matrimonial 
Este es el principal efecto, común al de todas las causales, con lo 
cual terminan los deberes de cohabitación, fidelidad y asistencia mutua 
derivados del matrimonio. 
b. Deber del juez de velar por la estabilidad económica del 
cónyuge perjudicado 
Es claro  que como consecuencia de la separación, uno de los 
cónyuges puede quedar en una situación económica precaria que haga 
necesario el prever a su favor una indemnización o la adjudicación 
preferente de bienes de la sociedad conyugal. No solo eso, también esta 
indemnización o adjudicación tiene en cuenta la estabilidad económica de 
los hijos procreados dentro del matrimonio. 
Además, en el caso de reunirse los requisitos para el otorgamiento 
de una pensión alimentaria, se procederá a concederla. Esto también se 
inserta dentro de las medidas destinadas a velar por la estabilidad 
económica del cónyuge perjudicado y la de los hijos. Pero debe repararse 
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que no son una consecuencia automática de la separación, sino que 
deben cumplirse los requisitos que sustentan toda pretensión alimenticia. 
   c.  Fenecimiento del régimen de sociedad de gananciales y 
otros efectos 
Al igual que todo divorcio también en la separación de hecho se 
produce este efecto del fenecimiento del régimen de sociedad de 
gananciales. Asimismo, se tienen efectos con respecto a los hijos, la 
patria potestad, la tenencia y el régimen de visitas. 
3. CAUSALES DE SEPARACIÓN DE CUERPOS 
Estando a lo que prescribe el artículo 333º del Código Civil, son 
causas de separación de cuerpos:  
 El adulterio. 
 La violencia física o psicológica, que el juez apreciará según las 
circunstancias.  
 El atentado contra la vida del cónyuge. 
 La injuria grave, que haga insoportable la vida en común. 
 El abandono injustificado de la casa conyugal por más de dos años 
continuos o cuando la duración sumada de los períodos de 
abandono exceda a este plazo.  
 La conducta deshonrosa que haga insoportable la vida en común. 
 El uso habitual e injustificado de drogas alucinógenas o de 
sustancias que puedan generar toxicomanía, salvo lo dispuesto en 
el artículo 347. 
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 La enfermedad grave de transmisión sexual contraída después de 
la celebración del matrimonio. 
 La homosexualidad sobreviniente al matrimonio. 
 La condena por delito doloso o pena privativa de la libertad mayor 
de dos años, impuesta después de la celebración del matrimonio. 
 La imposibilidad de hacer la vida en común, debidamente probada 
en proceso judicial. 
 La separación de hecho de los cónyuges durante un período 
ininterrumpido de dos años. Dicho plazo será de cuatro años si los 
cónyuges tuviesen hijos menores de edad. En estos casos no será 
la aplicación lo dispuesto en el artículo 335.  
 La separación convencional, después de transcurridos dos años de 
la celebración del matrimonio5.  
Según Alex Plácido Vilcachagua y Carmen Julia Cabello Matamala6, 
el matrimonio válido termina generalmente con la muerte física de uno o 
ambos cónyuges, por estar destinada a perdurar hasta ese instante. Pero 
su decaimiento y disolución puede ser anticipada. Situaciones de hecho 
determinadas adquieren relevancia jurídica para provocar esa 
anticipación. La separación personal, que no disuelve el vínculo 
matrimonial, y el divorcio vincular constituyen situaciones que la ley prevé, 
frente al conflicto matrimonial.  
                                                 
5 Texto según modificatoria introducida por la Ley 27495 del 7/07/2001.  
6 La parte introductoria y los rubros 1 al 6 de estos comentarios han sido elaborados por el Dr. 
Alex Plácido V., con excepción del apartado 1) del rubro 6 (sobre la causal de separación de 
hecho) que ha sido desarrollado por la Dra. Carmen Julia Cabello.  
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La separación personal se limita a autorizar a los cónyuges a vivir 
separados sin que ninguno de ellos readquiera la aptitud nupcial, en tanto 
que tras el divorcio vincular los cónyuges pueden volver a contraer nuevo 
matrimonio. Como soluciones que brinda la ley ante situaciones de 
conflicto matrimonial la separación personal y el divorcio vincular pueden 
apreciar como soluciones alternativas o autónomas, o, finalmente ser la 
separación de cuerpos una solución previa al divorcio vincular.  
En el Derecho Comparado, en la actualidad, es mayoritaria la 
tendencia a legislar automáticamente la separación de cuerpos y el 
divorcio, y, simultáneamente, prever la conversión de la separación 
personal en divorcio vincular. La separación, institución heredada del 
Derecho Canónico medieval como remedio a los matrimonios rotos sin 
llegar a la disolución del vínculo, se ha mantenido en los diversos Códigos 
por el prestigio que ejerció el Código Civil francés que ha influido en todas 
ellas, y por la necesidad de conceder una solución para los matrimonios 
en dificultades cuando los esposos tienes escrúpulos de conciencia para 
acudir al divorcio.  
En el Derecho de Familia, al menos dentro de lo que podemos llamar 
la tradición liberal, se ha profundizado un carácter no autoritario de la 
legislación, que no se manifiesta sólo en la eliminación de las relaciones 
de subordinación entre los miembros del grupo familiar, sino también en la 
renuncia a imponer a los ciudadanos, diferentes en ideas y creencias, un 
modelo único de moral familiar, más allá de las estrictas exigencias del 
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orden público. Es previsible, pues, que algunas personas estén 
dispuestas a separarse personalmente, pero no acepten inicialmente una 
petición de divorcio vincular. De ahí que se conserve la mera separación 
personal como alternativa posible, aunque la separación de cuerpos en 
cuanto impone un celibato a quienes ya han vivido en matrimonio, pueda 
convertirse en una situación poco frecuente. 
Nuestro Código Civil, regula la separación de cuerpos y el divorcio 
en forma independiente, admitiendo la conversión de la separación 
personal en divorcio vincular; pero impone la separación de cuerpos como 
un paso previo y obligatorio al divorcio, cuando se invoca la causal de 
separación convencional.  
4. LA SEPARACIÓN Y EL DIVORCIO VINCULAR 
COMO SANCIÓN (POR CULPA) Y COMO 
REMEDIO (OBJETIVO) 
Según una tendencia, la separación personal o del divorcio sólo 
pueden ser decretados judicialmente ante la alegación y prueba de 
hechos culpables, de uno o ambos cónyuges, hecha efectiva en un 
proceso contencioso, y debe circunscribirse a las causas taxativamente 
enumeradas por ley, como adulterio, abandono, injurias graves, etc. Si los 
hechos no fueren probados, el juez debe desestimar la demanda, aun 
cuando existiere la evidencia de que la unión matrimonial está 
desintegrada. En síntesis: la sentencia exige la prueba de la culpa de uno 
o de ambos cónyuges, y, por ello, el divorcio implica una sanción contra el 
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culpable que se proyecta en los efectos; pérdida o restricción del derecho 
alimentario, pérdida de la vocación hereditaria, etc.  
La otra tendencia se manifiesta en la posibilidad de decretar la 
separación personal o el divorcio aun sin alegar hechos imputables a uno 
de los cónyuges, o a los dos, si, no obstante, el vínculo matrimonial está 
desquiciado y la vida en común resulta imposible o intolerable. Desde 
esta perspectiva no se requiere la tipificación de conductas culpables: la 
separación o el divorcio importan, esencialmente, un remedio, una 
solución al conflicto matrimonial (y no una sanción) tendente a evitar 
mayores perjuicios para los cónyuges y los hijos. Por esto, se acepta la 
separación personal o el divorcio vincular por petición conjunta de los 
esposos, en la que ellos están dispensados de poner en manifiesto las 
causas que motivan su petición.  
La concepción del divorcio como sanción se basa en la idea de que 
aquél se funda en uno o más incumplimientos graves o reiterados de los 
deberes conyugales imputables a uno de los cónyuges, que se traduce en 
la frustración de la finalidad del matrimonio, por lo que el otro cuenta con 
interés legítimo para demandar; si no le fuera dable imputarle alguno e los 
incumplimiento aludidos que la ley denomina como “causales” faltaría el 
sustento mismo de la acción. La concepción del divorcio como remedio se 
sustenta en la  trascendencia de la frustración de la finalidad del 
matrimonio, en la ruptura de la vida matrimonial, con prescindencia de si 
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uno o ambos cónyuges son responsables de ello, por lo que cualquiera de 
ellos tiene legítimo interés para demandar.  
La diferencia sustancia entre la concepción del divorcio sanción y del 
divorcio remedio, reside en que la primera considera que la causa del 
conflicto conyugal es la causa del divorcio; mientras que la segunda 
entiende que el conflicto es, él mismo, la causa del divorcio, sin que 
interesen las causas de este conflicto.  
Al respecto, se sostiene que “la doctrina del divorcio –sanción 
atraviesa en la actualidad por serio aprietos. Los conceptos de “culpable” 
e “inocente”, son a todas luces insuficientes para comprender las crisis de 
las parejas desavenidas. No logra la aplicación de estas categorías 
tradicionales otra cosa que agudizar los conflictos sin resolverlos, pues, 
instala a los esposos en un campo de batalla, en un terreno de 
confrontación, en el que sacarán a relucir las miserias del otro, o, 
terminarán inventándolas para conseguir el divorcio. Este problema se 
agrava con la forma adversarial y litigiosa como está diseñado el proceso 
civil, en cuya atmósfera los interesados representan nada más que partes 
contendientes” (Ramos Núñez).  
De otra parte, se afirma que “la consagración del divorcio –remedio, 
altera radicalmente el fundamento de la institución del divorcio y 
representa una idea nueva del matrimonio y de la familia. En la práctica 
asistimos al derrumbe del sistema del divorcio –sanción por causas 
específicas y bien determinadas. Sistema que está en tránsito de 
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abandonar numerosos países. Predomina la tendencia a la liberalización 
del divorcio que se traduce en la adopción del divorcio-quiebra o por 
cuales objetivas descritas por ley, sin perjuicio de las custodia de los 
intereses sociales, de los cónyuges y de los hijos”.  
También debe observarse que la regulación del divorcio por mutuo 
consentimiento no responde a una concepción contractualista del 
matrimonio, se trata de una solución al conflicto conyugal que no recibe 
adecuada respuesta a través del régimen del divorcio como sanción, por 
cuanto no necesariamente debe mediar la comisión de hechos 
inculpatorios para que surja el conflicto conyugal.  
Los sistemas legislativos que siguen la tesis del divorcio como 
sanción, que requiere la existencia de causas legales de inculpación de 
un cónyuge frente al otro, regulan las denominadas causas subjetivas o 
culpables en forma taxativa; de tal forma que, la pretensión de divorcio 
comprende la causal invocada. Los sistemas legislativos que siguen la 
concepción del divorcio como remedio, que aprecian la frustración de la 
finalidad el matrimonio, admiten el acuerdo de los cónyuges evitando toda 
inculpación y, de otra parte, el propio hecho de la separación efectiva o 
cese de a convivencia, sin indagar sus motivaciones; tratando, entonces, 
las llamadas causas objetivas. 
Caben así dos sistemas: subjetivo, o de la culpa de un cónyuge, y 
objetivo, basado en la ruptura de la vida matrimonial, constatada a través 
del mutuo acuerdo de los propios cónyuges o del cese efectivo de la 
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convivencia durante cierto tiempo. Estos dos sistemas tan opuestos, cuya 
filosofía es contradictoria en un plano antológico, son también 
combinables y pueden informar a la vez una determinada ley, dando lugar 
a sistemas mixtos; aunque en ellos parece quebrarse su propia filosofía. 
Sin embargo, por razones sociológicas, son frecuentes estos sistemas 
mixtos. 
Los sistemas mixtos son, a su vez, complejos, en los que se 
conserva la posibilidad tradicional de la inculpación, con la consecuencia 
de un cónyuge legitimado activamente y otro pasivamente, sin perjuicio de 
la posible inculpación recíproca reconvencional; y, se prevé causas no 
inculpatorias, con la consecuencia que cualquiera de los cónyuges está 
legitimado para demandar al otro. De otro lado, los efectos personales y 
patrimoniales del divorcio –sanción, pueden ser aplicables a quienes 
acuden a las causales no inculpatorias, atenuando el rigor objetivo de ese 
sistema. 
También se distinguen dos sistemas legislativos en materia de 
regulación de las causales de separación personal y divorcio vincular. Son 
ellos el de la determinación y el de la indeterminación de causas. El 
primero consiste en la enunciación legislativa de los hechos que pueden 
dar causa a la separación personal y al divorcio vincular; con ello se 
excluye todo otro motivo para el mismo, y la enumeración legal tiene, en 
general, carácter taxativo; en caso contrario, se estaría en presencia de 
un sistema que podría denominarse determinatorio atenuado.  
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El sistema no determinatorio o de indeterminación de causas valora 
como causales de separación personal y divorcio vincular a todos los 
hechos que, a criterio del juzgador, deben conducir a la declaración del 
mismo, y en principio, admite también el divorcio por consentimiento.  
Se contemplan dos sistemas: el de causas determinadas, en el que –
a nivel legislativo –se señalan los hechos que pueden dar lugar a la 
separación personal y al divorcio vincular, quedando excluidos cualquier 
otro supuesto; y, el de indeterminación de causas en el que –a nivel 
legislativo –se precisa genéricamente que todo hecho que suponga la 
infracción grave o reiterada de los deberes conyugales puede dar lugar a 
la separación personal y al divorcio vincular. 
La implantación del sistema del divorcio por causas determinadas 
responde a las ideas acerca del matrimonio como institución perpetua por 
naturaleza, que sólo admiten el divorcio en casos excepcionales, como 
solución a situaciones irremediables. Con ese criterio las leyes enumeran 
una serie de motivos que constituyen la base para la pretensión y luego el 
fundamento para la sentencia. En ese sentido, se subraya el carácter 
taxativo de la enumeración legal para desechar cualquier otro motivo 
susceptible de ser invocado para poner en ejercicio la acción respectiva. 
Conforme con ese criterio riguroso se ha declarado que no puede 
concederse el divorcio por causales distintas a las enunciadas en la ley 
civil. 
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Sin embargo, no puede desconocerse las decisiones 
jurisprudenciales que se esfuerzan por contemplar el cuadro que el 
legislador ha dejado con muchas lagunas, en virtud de que los motivos 
enunciados en la ley no agotan, ni mucho menos, la totalidad de 
posibilidades que la realidad ofrece. Ello ha ocurrido, eventualmente, en el 
Derecho peruano y, con mayor incidencia, en el comparado. Es decir que, 
a pesar del propósito de reunir en la ley todos los principios que deban 
regir la separación personal y el divorcio, la regla de la determinación 
sufre atenuaciones por efecto de la labor de los magistrados que procuran 
morigerar los efectos inconvenientes de una excesiva limitación.  
Parece un poco temeraria una afirmación como la referida a la 
necesidad limitación, si se tiene en cuenta la amplitud el concepto de 
injuria grave y ahora, con la reforma de la Ley Nº 27495, de imposibilidad 
de hacer vida común. Y es que las distintas causales de divorcio que la 
ley distingue no son más que otras tantas variantes de una sola y 
fundamental: la injuria grave, y que todas ellas, determinan, en última 
instancia, la imposibilidad de hacer vida común. Si a pesar del carácter 
que se adjudica a la enumeración de la ley, se reconoce que ella no hace 
sino caracterizar supuestos distintos de un concepto omnicomprensivo, 
puede admitirse sin violencias la orientación jurisprudencial que admite 
como causales de separación personal o de divorcio hechos que no están 
específicamente determinados en la ley, pero que reúnen todos los 
requisitos de las causales enunciadas en cuanto a violación de los 
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deberes conyugales, ofensa a la dignidad del cónyuge e imposibilidad de 
continuación de la convivencia.  
¿Quiere ello decir que la enumeración legal de las causas de 
divorcio resulta desprovista de toda utilidad? La respuesta es, 
indudablemente, negativa. La enumeración tiene la ventaja de no permitir 
discusión cuando se encuentra probada en autos la configuración de 
alguna de las causales mencionadas; si se reúnen elementos de juicio 
como para establecer la existencia de cualquiera de los motivos que cita 
la ley, el juzgador deberá decretar la separación personal o el divorcio, 
según se demande. Quedan reservados, entonces, al criterio judicial la 
calificación de todos los innumerables hechos que pueden ser invocados 
como motivos de separación personal o de divorcio, que no admiten una 
calificación categórica conforme a la ley, y que sin embargo, deben ser 
considerados suficientes para decretarlo, especialmente cuando se trate 
de hechos comprendidos en el amplio rubro de la injuria grave, ahora 
desplazada por el de imposibilidad de hacer vida común.  
5. EL DERECHO PERUANO DE SEPARACIÓN 
PERSONAL Y DIVORCIO VINCULAR 
Según nuestro Código Civil de 1984 –puesto de manifiesto más aún, 
con la reforma introducida por la Ley Nº 27495 –sigue un sistema mixto, 
en que caben diversas vías para obtener la separación personal y el 
divorcio vincular. Admite el mutuo consentimiento (separación 
convencional) únicamente para invocar la separación personal o de 
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cuerpos, la que puede convertirse después en divorcio vincular; 
contempla causas de inculpación (incumplimientos graves o reiterados de 
los deberes conyugales) de un cónyuge frente al otro, que pueden ser 
alegadas tanto para demandar la separación personal o de cuerpos, como 
el divorcio vincular, conjuntamente con causas no inculpatorias 
(separación de hecho y separación convencional); y, permite el divorcio 
ulterior cuando se declara la separación de cuerpos por causas 
inculpatorias.  
Además, es un sistema complejo, por cuanto contempla causales 
subjetivas o inculpatorias, propias del sistema del “divorcio –sanción” 
(artículo 333º, inciso 1º al 11º, del Código Civil), con la consecuencia de 
un cónyuge legitimado activamente y otro pasivamente, sin perjuicio de la 
posible inculpación recíproca reconvencional, y también, causales no 
inculpatorias de la separación de hecho y del acuerdo de los cónyuges, 
del sistema del “divorcio –remedio” (artículo 333º, incisos 12º y 13º, del 
Código Civil), con la consecuencia que cualquiera de los cónyuges está 
legitimado para demostrar al otro. Evidenciándose, también, en los 
efectos personales y patrimoniales, cuando se extienden los del divorcio –
sanción a quienes acuden a las causales no inculpatorias, atenuando el 
rigor objetivo del sistema de divorcio –remedio). 
Para determinar el concepto de causa de separación personal o de 
divorcio vincular es necesario delimitar las nociones de hecho y de causa. 
En ese sentido, es necesario tener en cuenta que la causa de separación 
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personal o de divorcio vincular, jurídicamente relevante, no es sino el 
membrete o etiqueta destinada a colocarse sobre cierto tipo de acciones 
perturbadoras del orden conyugal. Los hechos constitutivos de la causa 
determinante de la separación personal o del divorcio vincular son 
acciones u omisiones cometidas por uno o ambos cónyuges que revelan 
el incumplimiento de los deberes conyugales o la violación de ellos, y en 
consecuencia configuran la causa de separación personal o de divorcio 
vincular.  
Las causas de separación personal o de divorcio vincular son 
supuestos de hecho que, en definitiva, implican una grave violación de los 
deberes del matrimonio. Ello ha permitido afirmar que “todas las causales 
no son sino variantes de una sola y fundamental: la injuria grave, que 
vendría así a ser la causal única de divorcio que subsume a las demás, 
las cuales no serían sino casos particulares de ella” (Belluscio); 
debiéndose agregar que, para el caso peruano, la causal de imposibilidad 
de hacer vida común queda reservada para los hechos violatorios de 
deberes matrimoniales que no encuadren en alguna de las demás 
causales, por lo que se trata ahora de la causal residual –en cuanto 
incluye hechos agraviantes no comprometidos en las demás –pero no de 
una casual genérica. 
Los hechos que pueden dar causa al divorcio tienen los siguientes 
requisitos comunes:  
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a) Gravedad: esto es, que los hechos producidos deben crear 
entre los cónyuges una situación imposible de ser sobrellevada 
con dignidad atentando contra la convivencia conyugal de modo 
tal que excedan al margen de tolerancia humana. Debe ser de 
tal gravedad que hagan imposible moral o materialmente la vida 
en común de los consortes. De no ser así, no se justificaría una 
solución de importancia tal como la separación personal o el 
divorcio vincular. 
b) Imputabilidad: esto es, que los hechos producidos deben ser 
resueltos de una actitud culpable o dolosa del cónyuge al cual 
se atribuyen, lo que se supone un comportamiento consciente y 
responsable. Por consiguiente, si uno de los cónyuges comete 
actos que constituyen causales de divorcio en estado de 
enajenación mental y otro estado de conciencia equiparable, el 
otro no puede invocarlos para demandar el divorcio. Lo mismo 
ocurre si fueron ejecutados bajo el imperio de una coacción 
irresistible; pero no si la irresponsabilidad resulta de hechos 
imputables al acusado, como en caso de embriaguez alcohólica 
o intoxicación con estupefacientes voluntarias. Es pues, 
necesario tener en cuenta si la conducta culpable está dentro 
de la esfera de los actos o hechos voluntarios. 
c) Invocabilidad: Esto es, que los hechos producidos sólo pueden 
ser invocados por el cónyuge agraviado, no por el que los 
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cometió. Los hechos constitutivos de causas de separación 
personal y de divorcio vincular sólo pueden ser invocados por el 
cónyuge personal y de divorcio vincular sólo pueden ser 
invocados por el cónyuge perjudicado, es decir por aquél cuyos 
derechos hayan sido menoscabados. El cónyuge culpable no 
puede demandar por divorcio: es una consecuencia del 
principio general de que nadie puede alegar su propia torpeza; 
ello, respecto de las causas inculpatorias.  
 Tratándose de las causas no inculpatorias, cualquiera de los 
cónyuges está legitimado para invocar los hechos que 
configuran la causal por cuanto la permanencia en el tiempo del 
quiebre del matrimonio es la demostración de una definitiva 
ruptura de la vida en común y un fracaso del matrimonio que 
queda evidenciando de manera objetiva. En tal sentido, resulta 
éticamente permitido que cualquiera de los cónyuges –y, por 
tanto, también el culpable –alegue la causal no inculpatoria 
cuando no quiere permanecer vinculado; lo que constituye la 
clara exteriorización de que ello es definitivo y desvanece 
cualquier esperanza de reanudación de la vida conyugal.  
d) Posterioridad al matrimonio: Esto es, que los hechos producidos 
deben haberse realizado después de celebrado el matrimonio, 
sin perjuicio de que los anteriores puedan ser tenidos en cuenta 
como antecedentes, o cuando se trata de actos de inconducta 
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ocultados o revelados después del matrimonio o condiciones 
afrentosas por el cónyuge. De otra manera, los hechos 
anteriores, o bien configuran causales de invalidez del 
Matrimonio, o bien son irrelevantes.  
Además, los hechos constitutivos de causales de separación 
personal o divorcio vincular, alegados para iniciar la acción, debe 
ser probado en el juicio. Ello es consecuencia de la exclusión, en 
nuestra legislación, del divorcio por mutuo consentimiento. 
Pueden ser probados por todos los medios de prueba admitidos.  
6. EL TERCER PLENO CASATORIO  CIVIL Y LA 
SEPARACIÓN DE HECHO E INDEMNIZACIÓN 
O ADJUDICACIÓN PREFERENTE 
El objetivo de la indemnización en el divorcio por separación de 
hecho es velar por la estabilidad económica del cónyuge perjudicado y la 
de los hijos. Principalmente, debe repararse en que tanto la 
indemnización  como la adjudicación preferente tienen un sustento en la 
solidaridad familiar y por este encuadre particular se establecen como 
deber del juez de pronunciarse al respecto. 
Existen diversas teorías destinadas a explicar la naturaleza jurídica 
de esta indemnización, entre las cuales hay las que la caracterizan como 
una prestación de carácter alimentario, o las que le atribuyen carácter 
reparador, las que inciden en el carácter indemnización y no de 
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responsabilidad civil, las que la encuadran dentro de esta categoría de 
responsabilidad y las que entienden que se trata de una obligación legal. 
Al respecto, el Tercer Pleno Casatorio Civil estableció como regla 
con carácter de precedente judicial  vinculante, que “la indemnización o la 
adjudicación de bienes tiene la naturaleza de una obligación legal, cuya 
finalidad es corregir un evidente desequilibrio económico e indemnizar  el 
daño a la persona, resultante de la separación  de hecho o del divorcio en 
si; su fundamento no es la responsabilidad civil contractual o 
extracontractual sino la equidad y la solidaridad familiar”. De modo que la 
tesis seguida es la obligación legal. Queda de lado así, la tesis que la 
identifica con un supuesto especial de la responsabilidad civil. 
  En otra de las reglas con carácter de precedente judicial vinculante 
del Tercer Pleno Casatorio Civil se establecen las circunstancias a tomar 
en cuenta al determinarse la condición de cónyuge más perjudicado a 
efectos de fijar la indemnización o la adjudicación preferente. 
Así dispone la cuarta regla que el juez apreciara: 
a) El grado de afectación emocional o psicológica; 
b) La tenencia y custodia de hecho de sus hijos menores de edad y la 
dedicación al hogar, 
c) Si dicho cónyuge tuvo que demandar alimentos para el y sus hijos 
menores de edad, ante  el incumplimiento del cónyuge obligado; 
 76 
d) Si ha quedado en una manifiesta situación económica 
desventajosa y perjudicial con relación al otro cónyuge y a la 
situación que tenia durante el matrimonio, entre otras 
circunstancias relevantes. 
Entre muchos de los aspectos problemáticos con respecto a esta 
causal de divorcio se verificó que muchos jueces se veían ante un 
precepto que le imponía un deber de velar por la estabilidad económica 
del cónyuge perjudicado, por lo que disponían que se otorgue una 
indemnización pese a que no se hubiera solicitado expresamente. La 
divergencia de pareceres sobre este  y otros puntos llevó a la necesidad 
de unificar criterios para lo cual se realizó el ya mencionado Tercer Pleno 
Casatorio Civil. Precisamente uno de los temas más extensamente 
tratados fue el del pronunciamiento de oficio. De manera análoga se 
abarcaron otros criterios procesales que se hicieron extensivos a los 
procesos de familia en general. 
En esta tónica el primer precedente judicial vinculante del Tercer 
Pleno Casatorio Civil establece que en los procesos de familia el juez 
tiene facultades tuitivas, por lo que se deben flexibilizar algunos principios 
y normas procesales como los de iniciativa de parte, congruencia, 
formalidad, eventualidad, preclusión y acumulación de pretensiones, dada 
la naturaleza de los conflictos referidos a las relaciones familiares y 
personales. Se repara, asimismo, en la protección a la parte perjudicada, 
al niño, a la madre, al anciano, a la familia y al matrimonio. 
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En cuanto a la indemnización o adjudicación preferente en los 
casos de separación de hecho, en los precedentes 2,3 y 4 se admite el 
pronunciamiento de oficio. En especial, la regla 3.2 preceptúa que el juez 
de primera instancia se pronunciara de oficio sobre la indemnización  o 
adjudicación preferente, siempre que la parte interesada haya alegado o 
expresado de alguna forma hechos concretos referidos a los perjuicios 
resultantes de la separación de hecho. Aquellos hechos pueden ser 
alegados o expresados incluso después de los actos postulatorios.  
En estas hipótesis, el juez concederá a la otra parte la oportunidad 
razonable de pronunciarse sobre aquellos hechos y de ofrecer la prueba 
pertinente. Si ya se llevo a cabo la audiencia de pruebas, los medios 
probatorios que se ofrezcan serán de actuación inmediata. Además en el 
estado correspondiente del proceso, y de ser el caso, el juez debe fijar 
como parte de los puntos controvertidos los extremos ya mencionados 
(regla 3.3). 
Así, se percibe que la admisión  del pronunciamiento de oficio 
presenta ciertas exigencias, pues de todas maneras se requiere que la 
parte interesada haya alegado o expresado de alguna forma hechos 
concretos referidos a los perjuicios resultantes para que el juez de primera 
instancia sed pueda pronunciar de oficio sobre la indemnización o la 
adjudicación preferente. 
Por  tratarse de un caso de divorcio remedio y debido al carácter no  
inculpatorio de la causal  de separación de hecho, se podría pensar que la 
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culpa de uno de los cónyuges no jugaría ningún papel relevante en este 
tipo de divorcio. Así se evidencia que cualquiera puede invocar la causal, 
incluso el culpable de la separación. No obstante, y si bien la culpa es 
indiferente  al momento de decidir sobre la procedencia o no del divorcio, 
deja de serlo cuando se trata del momento de la determinación del 
cónyuge perjudicado y sobre todo al momento de fijarse el monto 
indemnizatorio. 
En efecto, como el juez debe establecer quien resulta ser el más 
perjudicado con la separación a fin de otorgarle una indemnización  u 
ordenar a su favor la adjudicación preferente de bienes conyugales, 
deviene importante el considerar quien provoco la separación. Así lo ha 
establecido claramente el Tercer Pleno Casatorio Civil en sus 
considerandos 50, 61 y  62. En el considerando 50 se expresa que la 
causal se sustenta en un criterio objetivo, en donde es indiferente la 
culpabilidad del cónyuge en la separación  de hecho; sin embargo, para la 
determinación de la indemnización  se hace necesario recurrir a ciertos 
elementos de la culpa o dolo, a fin de identificar al cónyuge más 
perjudicado. 
Asimismo, en el considerando 61 se distingue entre juicio de 
procedibilidad  y juicio de fundabilidad: Aquel está destinado a la 
comprobación de una relación de casualidad sin exigir la concurrencia de 
un factor de atribución; mientras que en el juicio de fundabilidad se toman 
en cuenta algunos aspectos de la culpa o dolo para determinar la 
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magnitud de los perjuicios y para graduar el monto de la indemnización a 
favor del cónyuge más perjudicado. 
Igualmente, el considerando 62  considera que la culpa o dolo no 
son presupuestos sine qua non de la causal de separación de hecho. No 
obstante ello, puede alegarse y probarse la culpa del apartamiento fáctico 
de uno de los cónyuges con el objeto de que el cónyuge perjudicado 
obtenga una mejor indemnización. Por tanto, puede ser invocada y 
probada como elemento trascendente para una decisión judicial más justa 
respecto de la indemnización o adjudicación. 
Esta afirmación del rol de la culpa ha sido repetida en la Cas. Nº 
2602-2012- Arequipa, publicada el 2 de enero de 2012, la cual hace 
aplicación  de lo decidido en el pleno: la indemnización  tiene el carácter 
de una obligación  legal, no resarcitoria de daños, en donde no se 
requiere determinar la existencia de la culpa por parte de uno de los 
cónyuges, sino el establecer quién es el cónyuge perjudicado o más 
perjudicado; siendo la culpa o dolo relevante solo para determinar la 
magnitud de los perjuicios y graduar el monto indemnizatorio a favor del 
cónyuge más perjudicado. El dolo o la culpa no son presupuestos de la 












ANÁLISIS DE CASOS Y RESULTADOS DE 
LA INVESTIGACIÓN 
 
1.  ANÁLISIS DE LOS FACTORES QUE 
OCASIONAN LA DISOLUCIÓN MATRIMONIAL 
POR SEPARACIÓN DE HECHO 
Estando a lo prescrito por el artículo 333º, y la causal materia de 
análisis, del Código Civil, establece que procede demandar la separación 
de hecho o el divorcio por determinadas causales. Estas causales están 
referidas al incumplimiento sin motivo del deber de cohabitación. Para su 
configuración el demandante deberá actuar: a) la prueba de la existencia 
domicilio conyugal constituido; b) la prueba del alejamiento unilateral del 
domicilio conyugal constituido, por un período mayor a dos años 
continuos o alternados. Esta separación, esto es la falta de convivencia, 
la interrupción de la vida común, en los casos analizados ha sido 
ocasionada mayormente por el cónyuge varón, y es quien interpone la 
demanda como veremos a continuación. Sin embargo, esta separación 
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rehecho también tiene determinadas causas o motivos. Asimismo, de las 
sentencias analizadas a manera de muestras al azar se percibe cuál es la 
causal la que prevalece frente a las otras que regula el artículo 333º. 
 
CUADRO Nº 1 
  SENTENCIAS DE DIVORCIO POR SEPARACIÓN DE HECHO  
Expediente  Demandante  Causal  
210 – 2010 Martín Aquise Mendoza Abandono injustificado del 
hogar 
 343 – 2010 Rusbela Hidal  Quispe Chambi Abandono injustificado del 
hogar  
442 – 20010 Pedro Daniel  Villa  Lipa  Violencia física e injuria 
grave 
2010 – 629  Abrahan Calisaya Soncco Violencia física  
2010 – 482   Paredes Salamanca Joaquín  Violencia física  
2010 – 504   Manty Ponce Natividad Improbabilidad de hacer vida 
en común  
2010 – 150   Paucar Alva Alexander Abandono injustificado del 
hogar  
2010 – 251  Eugenia Toledo Tamara  Abandono injustificado del 
hogar  
2011 – 21   Arcadia  Jara Aquise  Abandono injustificado del 
hogar  
174 – 2011  Sara Luz Ayamamani Cruz Injuria grave  
199 -2011 María Chavez Montes  Abandono injustificado del  
hogar  
249 – 2011   Miguel Arivilca  Tovar Injuria grave  
2011 – 537  Evaristo  Coaquira Pérez    Abandono injustificado de 
hogar conyugal  
2011 – 169  Lucio Larico  Mamani  Abandono injustificado del 
hogar  
2011 – 460   Elena Hanccosoncco Violencia física – violencia 
psicológica injuria grave 
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2011 – 881   Angel Cari Choque  Violencia física y psicológica  
2011 – 281  Luz Calisaya Arpi  Violencia física y psicológica  
2011 – 369   Ulises Zapata Quispe  Violencia física  
2011 – 654   Julio Salas Leiva  Injuria grave  
2011 – 021   Venancio Chambi Chamana Violencia física  
2012 -561   Mariano Flores Mamani  Violencia física  
2012 – 76   Eugenia Suscasani Quispe  Abandono injustificado del 
hogar  
2012 – 258   José Zea Mamani  Violencia psicológica e 
injuria grave 
2012 – 565   Felipe Huallata Cruz  Abandono injustificado del 
hogar  
111 - 2013 Ricardo Canaza Quispe Violencia física  
240 - 2013 Germán Calla Tito  Violencia física  
169 – 2013 Víctor Canaza Díaz  Violencia física  
Fuente: trabajo de campo del investigador 
 
 
Cuadro Nº 02  
Respuesta TOTAL % 
1.- Violencia familiar y moral   
2.- Abandono de hogar   
3.- Injuria grave  









TOTAL 27 100 
















y moral  
44%
 
Fuente: preparado por el propio investigador. 
   INTERPRETACIÓN: 
Como se puede apreciar, del total de casos de divorcio por la 
causal de separación de hecho en los juzgados de la provincia de San 
Román, del Distrito Judicial de Puno, tramitados en el período 2011 al 
2013, se tiene los siguientes resultados: 
a) La causal que prevalece en la disolución del vínculo 
matrimonial por la causal de separación de hecho, es la 
violencia física y moral. Es decir, la separación de hecho 
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con ser por sí misma una causal, dentro ésta existen 
también concausas que motivan la causal de separación 
de hecho. Esta causal representa el 44%. 
b) La otra causal que incide en la separación de hecho de 
los cónyuges es el abandono injustificado de uno de los 
cónyuges, es decir, sin causa ni motivo, hace abandono 
malicioso del hogar. Esta causa representa el 37 %. 
c) La otra causa que alegan los cónyuges para justificar la 
causal de la separación de hecho, es la injuria grave de 
parte de uno de los cónyuges. En este caso representa el 
15 %. 
d) Entre otras causales que motivan la separación de hecho 


















Como se puede apreciar, de los 27 casos analizados de divorcio 
por la causal de separación de hecho en los juzgados de la provincia de 
San Román, del Distrito Judicial de Puno se tiene los siguientes 
resultados: a) La causal que prevalece en la disolución del vínculo 
matrimonial por la causal de separación de hecho, es la violencia física y 
moral. Es decir, la separación de hecho con ser por sí misma una causal, 
dentro ella existen también concausas que motivan la causal de 
separación de hecho. Esta causal representa el 44%. b) La otra causal 
que incide en la separación de hecho de los cónyuges es el abandono 
injustificado de uno de los cónyuges, es decir, sin causa ni motivo, hace 
abandono malicioso del hogar. Esta causa representa el 37 %. c) La otra 
causa que alegan los cónyuges para justificar la causal de la separación 
de hecho, es la injuria grave de parte de uno de los cónyuges. En este 
caso representa el 15 %. d) Entre otras causales que motivan la 





            Del análisis de las sentencias, se tiene que son mayormente los 
cónyuges varones quienes interponen la demanda de divorcio recurriendo 
a la causal de separación de hecho  alegando que fueron objeto de 
violencia intrafamiliar. Esta demanda la efectúan mucho tiempo después 




En muchos de los aspectos problemáticos con respecto a esta 
causal de divorcio, muchos jueces no veían como precepto imponer un 
deber de velar por la estabilidad económica de la cónyuge perjudicada, 
por lo que se debe  disponer que se otorgue una indemnización a la 
cónyuge pese a que no hubiera solicitado expresamente. En ese sentido, 
el Tercer Pleno Casatorio Civil, se pronunció que esta indemnización sea  
de oficio.  
CUARTA: 
El objetivo de la indemnización en el divorcio por separación de 
hecho es velar por la estabilidad económica del cónyuge perjudicado y la 
de los hijos. Principalmente, debe repararse en que tanto la 
indemnización  como la adjudicación preferente tienen un sustento en la 
solidaridad familiar y por este encuadre particular se establecen como 
deber del juez de pronunciarse al respecto. 
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QUINTA: 
En nuestra cultura predomina el machismo. Se advierte una fuerte 
influencia de esta superioridad plasmada en conductas y en falsos 
derechos muchas veces aceptadas y reconocidas por las propias 
esposas. Esto se demuestra en la “libertad” y “derecho” que se atribuyen 
los cónyuges varones para promover la separación de hecho y luego 
configurar como causal del divorcio.  
 
SEXTA:  
Como se ha señalado en el desarrollo del presente trabajo, la labor 
de los jueces y fiscales, según el caso, es ardua, en la medida que debe 
tenerse la debida certeza de la configuración de la causal invocada, para 
no caer en abuso de derecho, haciéndose víctima al victimario o 
viceversa. 
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